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Capítulo tercero

RECEPCIÓN, DESARROLLO NORMATIVO 
Y ANÁLISIS DEL MARCO JURÍDICO EN MATERIA 

DE MATERNIDAD EN LA ADOLESCENCIA 
EN MÉXICO

I. De la visibilización a la protección 
de los derechos de las madres 

adolescentes

El articulado y las políticas públicas que en la actualidad protegen los dere-
chos de las madres en la adolescencia son producto de una serie de sucesos 
que tuvieron lugar en el ámbito del derecho internacional de los derechos hu-
manos, al igual que en el país. En el ámbito nacional se identifican dos momentos 
cruciales que fueron sustento para la protección de los derechos humanos de 
las adolescentes: el primero, a partir de la década de 1970, y un segundo mo-
mento, cuando comenzaron a integrarse las necesidades específicas de este 
grupo social en la normativa y políticas públicas. 

Por cuanto hace al primer punto, es oportuno señalar que, en 1974, 
se publicó la Ley General de Población (LGP), la cual dispuso que los pro-
gramas de planificación familiar deben llevarse a cabo con respeto a los 
derechos fundamentales y la dignidad de las familias. En este escenario, 
comenzaron a diseñarse estrategias para la planificación familiar basadas 
en un enfoque de satisfacción de derechos, que fomentaran la disminución 
de los niveles de fecundidad, en lugar de la política pronatalista que hasta 
entonces se había impulsado.351 

Del mismo modo, la LGP previó la creación del Consejo Nacional de 
Población (CONAPO), institución que posteriormente diseñaría el Plan 
Nacional de Planificación Familiar 1976-1982, el cual contempló por pri-
mera vez —aunque de manera superficial— la atención a personas adoles-

351		 Llanes Díaz, Nathaly, Estar en la edad..., cit.

Libro completo en https://tinyurl.com/3h2xu7ey
2026. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv
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centes.352 También a finales de 1974 hubo otras reformas al artículo 4o. de la 
Constitución Política que son importantes de mencionar, ya que por medio 
de ellas se consagró la igualdad entre mujeres y hombres como principio353 
y se incorporó el derecho de las personas a decidir el número de hijas/os y 
el espaciamiento entre ellas(os). 

Lo anterior, sentó las bases para la definición de las estrategias sexe-
nales consecuentes. A partir de este momento, el Estado buscará conso-
lidar los esfuerzos dirigidos a proteger los derechos de las adolescentes y 
satisfacer los compromisos adquiridos en el ámbito internacional. En con-
secuencia, comenzó a constituirse un entramado jurídico e institucional 
para concentrar y coordinar la labor de diferentes entidades como el Sis-
tema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia (DIF), el Instituto 
Mexicano del Seguro Social (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), la Secretaría de Edu-
cación Pública (SEP) y el Instituto Mexicano de la Juventud (IMJUVE) a 
una sola causa: salvaguardar los derechos sexuales y reproductivos de las 
personas adolescentes.354

Es pertinente señalar que, si bien los sucesos señalados líneas arriba 
abrieron la posibilidad de incorporar en la agenda pública temas emer-
gentes como —los derechos reproductivos, las relaciones de género, la 
prevención de enfermedades de transmisión sexual y el embarazo adoles-
cente—,355 fue hasta los años noventa que, en el marco de la Declaración 
de Monterrey, se integrara a este grupo social como población objetivo en 
disposiciones de esta naturaleza.356

352		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo en 
Adolescentes (ENAPEA), México, 2015. Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/atta-
chment/file/55979/ENAPEA_0215.pdf.

353		 Sin embargo, fue hasta 2006 que se publicó la Ley General para la Igualdad entre 
Mujeres y Hombres (LGIMH), mediante la cual se propuso orientar al país al logro de la 
igualdad sustantiva, tarea que se encuentra a cargo del Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES), entidad que tiene el objetivo de cumplir con el artículo 4o. constitucional.

354		 Otro suceso notable, fue el fortalecimiento de la incidencia por parte de las organiza-
ciones de la sociedad civil.

355		 Llanes Díaz, Nathaly, Estar en la edad…, cit., p. 93.
356		 Los primeros pasos en los programas para atender adolescentes se dieron en la década 

de los ochenta. En 1981 el IMSS creó el Departamento de Orientación y Educación Sexual 
para Adolescentes. Gobierno de la República, Estrategia Nacional para la Prevención del 
Embarazo en Adolescentes (ENAPEA), México, Gobierno de la República, p. 47. Disponible 
en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/55979/ENAPEA_0215.pdf.
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Dicha Declaración tuvo lugar en 1993, año en el que la Secretaría de 
Salud (SS) convocó a organismos nacionales e internacionales a una reu-
nión que derivó en este documento, el cual:

	— Sentó las bases para la elaboración del Programa de Salud Repro-
ductiva y Planificación Familiar 1995-2000.

	— Consideró el establecimiento de servicios de salud diferenciados a 
la población adolescente en el campo de la salud sexual y reproduc-
tiva.

	— Dio lugar al Programa de Atención a la Salud Integral en Adoles-
centes, con énfasis en salud reproductiva.

En este punto, se destaca que, fue hasta el 2000 que se modificó el artí-
culo 4o. constitucional para incluir por primera vez a niñas y niños, y sentar 
las bases para adecuar el derecho interno con la Convención de los Dere-
chos del Niño (CDN). Esto significa que, en gran parte “del siglo XX, la 
Constitución no recogió los derechos de las personas menores de 18 años”, 
lo que, a decir de González Contró,357 puede deberse a una “idea extendida 
de que no era necesario”.

Más adelante, en 2011, con la reforma constitucional en materia de 
derechos humanos se reconoció en el “artículo 1o. jerarquía constitucional 
a los tratados internacionales en materia de derechos humanos”,358 con lo 
cual se colocó a la CDN y sus protocolos facultativos en el más alto nivel de 
protección.

Cabe señalar que ese mismo año se reformó nuevamente el artículo 4o. 
constitucional para incorporar el interés superior del niño, principio que, a 
decir de González Contró359 se integró —con cierta obligatoriedad de ob-
servarlo en las políticas de Estado—.

Ahora bien, al año siguiente de haberse celebrado la Declaración de 
Monterrey, en 1994, se pusieron en operación los servicios para la población 
adolescente, con la finalidad de asesorar sobre métodos anticonceptivos, 
brindar información para prevenir embarazos no planeados y otorgar aten-
ción prenatal a adolescentes embarazadas en espacios diferenciados.

357		 González Contró, Mónica, “Niñas, niños y adolescentes: la evolución...”, cit.,  p. 189.
358		 González Contró, Mónica, “Un intento por comprender los derechos humanos de 

niñas, niños y adolescentes en México”, dfensor Revista de derechos humanos de la Comisión de De-
rechos Humanos del Distrito Federal, año X, núm. 11. Derechos de la infancia: oportunidad para 
su reconocimiento, noviembre de 2012, p. 28.

359		 Idem.
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Cabe subrayar que, mediante el Programa de Acción: Salud Repro-
ductiva 2001-2006, se cambió la denominación de estas unidades a —Ser-
vicios Amigables para Adolescentes—, haciendo énfasis en la exclusividad, 
horizontalidad y multidisciplinariedad de la prestación que se proporcio-
naba.360 

En seguimiento a estas medidas, en el siguiente sexenio se conformaría 
por primera ocasión el Programa de Acción Específico Salud Sexual y Re-
productiva para Adolescentes 2007-2012. También en la década de 1990 
hubo una reforma a la educación básica con la cual se integró la educación 
sexual como parte de los planes de estudios en los últimos grados de la pri-
maria y en la secundaria. Acerca de la educación sexual en México, se ha 
sostenido que:

	— Ha tenido un abordaje heteronormativo que descuida “los aspectos 
socioafectivos y competenciales necesarios para la toma de decisio-
nes y la acción informada”.361

	— Careció de elementos informativos, ya que no se tomó en cuenta la 
opinión de las adolescencias.362

	— Se ha enfocado al estudio de “aspectos biológicos de la reproduc-
ción y la promoción de la abstinencia sexual, sin una cultura de pre-
vención desde la perspectiva de la salud sexual, la equidad de género 
y los derechos sexuales y reproductivos”.363

	— Ha carecido de sustento científico relevante y actualizado.
	— Se perfila para entender las conductas de las mujeres.
	— Es impartida por personal que, según datos de una encuesta apli-

cada por la Fundación Mexicana para la Planeación Familiar 
(MEXFAM), enseña las materias correspondientes, con desconoci-
miento y reticencia.

360		 Secretaría de Salud (SS), Centro Nacional de Equidad de Género y Salud Reproductiva 
(CNEGSR), Modelo de Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva para Adolescentes, Ciudad de 
México, Secretaría de Salud, CNEGSR, 2016. Informe electrónico. Disponible en: http://
www.cnegsr.salud.gob.mx/contenidos/descargas/SSRA/ModeloAISSRA/web_ModAtnIntSSRA.pdf.

361		 Instituto Nacional de las Mujeres, Segunda fase de la Estrategia Nacional para la Prevención 
del Embarazo en Adolescentes (ENAPEA) 2021-2024, México, INMUJERES, 2021, p. 19. Dis-
ponible en: https://www.gob.mx/conapo/documentos/segunda-fase-documento-marco-de-la-estrategia-
nacional-para-la-prevencion-del-embarazo-en-adolescentes-2021-2024.

362		 Idem.
363		 Campero Cuenca, Lourdes; Atienzo, E. Erika; López Suárez, Leticia; Hernández Pra-

do, Bernardo, y Villalobos Hernández, Aremis, “Salud sexual y reproductiva de los adoles-
centes en México: evidencias y propuestas”, Gaceta Médica de México, 2013, p. 300.
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Continuando con el análisis, en 1997 el DIF instituyó el Programa de 
Prevención y Atención de Embarazos en Adolescentes (PAIDEA) —pro-
grama no vigente—, orientado a las mujeres de 12 a 18 años de zonas 
urbanas, marginadas y adolescentes en riesgo y embarazadas. En 2004, 
la SEP creó el Programa de Becas de Apoyo a la Educación Básica de Ma-
dres Jóvenes y Jóvenes Embarazadas, al cual se hará alusión más adelante. 
Ese mismo año se reformó la Norma Oficial Mexicana de los servicios de 
planificación familiar NOM-005-SSA2-1993, para eliminar el criterio que 
restringía el uso de anticonceptivos con motivo de la edad.

Posteriormente, en 2012, se trabajó junto con UNFPA el Modelo de 
Atención Integral en Salud Sexual y Reproductiva para Adolescentes, 
con el propósito de contar con un “marco estandarizado —conceptual y 
operativo—, que orientara los esfuerzos de las instituciones del Sistema 
Nacional de Salud y de las organizaciones de la sociedad civil, hacia la 
meta común de mejorar la salud sexual y reproductiva de la población 
adolescente”.364 En este mismo sexenio, se dispuso en el Programa Nacio-
nal de Juventud 2014-2018, una línea de acción dirigida a impulsar medi-
das para que las madres jóvenes en condiciones de pobreza ampliaran su 
acceso a derechos sociales.365

Cabe señalar que en 2014 se expidió la Ley General de Niñas, Niños 
y Adolescentes (LGNNA), legislación que persigue varios propósitos, desta-
cándose los de asegurar el ejercicio, respeto, protección y promoción de los 
derechos humanos de Niñas, Niños y Adolescentes (NNA) conforme a lo 
establecido en la Constitución y en los tratados internacionales, y orientar 
la política nacional en la materia. En la mencionada ley se previó la crea-
ción del Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 
(PRONAPINNA),366 el cual contiene las políticas, objetivos, estrategias, lí-
neas de acción e indicadores prioritarios en materia de ejercicio, respeto, 
promoción y protección integral de NNA. Se publicó por primera ocasión 
en 2016.

También en 2016 se modificaron los puntos 6.4.2.7, 6.4.2.8, 6.6.1 y 
6.7.2.9 de la Norma Oficial Mexicana 046-SSA2-2005 Violencia familiar, 
sexual y contra las mujeres. Criterios para la prevención y atención, a efecto 
de homologarla con el procedimiento de acceso al servicio de interrupción 
del embarazo en casos de violación sexual previsto en la Ley General de 

364		 Secretaría de Salud (SS), Centro Nacional de Equidad…, cit., p. 137.
365		 Diario Oficial de la Federación, 30 de abril de 2014. Disponible en: https://www.dof.gob.mx/

nota_detalle.php?codigo=5343095&fecha=30/04/2014#gsc.tab=0.
366		 Artículos 125 fracción VII y 130 fracción II de la LGNNA.
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Víctimas. Estos cambios suponen un mayor nivel de protección de los de-
rechos reproductivos de las mujeres mayores de 12 años, ya que favorece el 
acceso a estos servicios sin la necesidad de satisfacer requisitos previos tales 
como, la presentación de una denuncia o la autorización de la madre, padre 
o tutor legal.

En el esquema de la siguiente página, se plasman los instrumentos in-
ternacionales referidos en el capítulo segundo, indicando de igual forma, 
la normativa mencionada en esta sección, a fin de ubicarlos en el tiempo 
y observar con mayor claridad cómo han evolucionado el marco jurídico y 
las políticas públicas que se desprenden del mismo, en función de los dere-
chos de las y los adolescentes, en general, y de las madres adolescentes en 
particular.

Todas estas disposiciones se adoptaron para cumplir con los compromi-
sos adquiridos por el Estado mexicano y atender las necesidades de un sec-
tor específico de la población. Sin embargo, a pesar de que la progresividad 
e innovación de este marco jurídico convirtieron a México en un referente 
en la materia, no ha tenido el impacto esperado por diversos motivos: la 
falta de presupuesto, de personal capacitado e incluso, la ausencia de indi-
cadores para el seguimiento, además de otros. 

No obstante esta situación, la prevalencia y efectos del fenómeno de la 
maternidad adolescente continuaban demandando una respuesta estatal de 
mayor contundencia y articulación, lo que dio como resultado una de las 
políticas más ambiciosas que hasta ahora se haya ejecutado en la materia, 
la Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo en Adolescentes 
(ENAPEA) misma que será objeto de análisis en las siguientes secciones.
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II. Legislación nacional aplicable

De manera similar a como se realizó en el capítulo que antecede, en este 
apartado se desarrollará la relación entre la maternidad en la adolescencia 
con las dimensiones educativa y laboral, lo que se acompañará de la mención 
del marco jurídico correspondiente a los derechos a la salud, los sexuales y 
reproductivos y a una vida libre de violencia, con el propósito de abordar 
aquellos derechos que comúnmente se han asociado al tema y en que se fun-
damentan las políticas y programas en la materia.

El derecho a la salud está previsto en el artículo 4o. de la Constitución, 
mismo que se encuentra contenido en el numeral 13, fracción IX, de la 
LGNNA. Sobre este derecho, la Norma Oficial Mexicana para la Atención 
a la Salud del grupo Etario 10 a 19 años de Edad NOM-047-SSA2-2015 
declara que, la salud de este grupo es un tema de alto interés para la nación, 
ya que “de las condiciones particulares de salud de cada persona integrante 
de este sector de la población, dependerá la calidad de vida que desarrolle 
durante la etapa adulta y la tercera edad, lo que tiene indudables repercu-
siones individuales, políticas, económicas y sociales para toda la colectivi-
dad nacional”. Respecto a la atención materno-infantil, la Ley General de 
Salud (LGS) establece que, es de carácter prioritario y comprende, entre 
otras acciones, la “atención integral de la mujer durante el embarazo, el 
parto y el puerperio, incluyendo la atención psicológica que requiera” (ar-
tículo 61, fracción I).

Por otro lado, el artículo 50 de la LGNNA prescribe que las autoridades 
estatales de los tres niveles de gobierno deberán coordinarse para prevenir 
el embarazo adolescente y “asegurar la prestación de servicios de atención 
médica respetuosa, efectiva e integral durante el embarazo, parto y puerpe-
rio, así como para sus hijas e hijos, y promover la lactancia materna exclu-
siva dentro de los primeros 6 meses y complementaria hasta los 2 años”. En 
suma, el derecho a la salud en el contexto de la atención al embarazo y pos-
parto de adolescentes deriva en obligaciones particulares para la protección 
de la salud materna, que deben traducirse en acciones que la resguarden, 
desde la gestación hasta el puerperio.

El artículo 4o. constitucional también protege los derechos sexuales y 
derechos reproductivos, ya que contempla el derecho a decidir sobre el nú-
mero y espaciamiento de hijas e hijos. Sobre el particular la Ley Federal para 
Prevenir y Eliminar la Discriminación (LFPED) dispone que, se considerará 
discriminatoria toda conducta que limite o niegue el acceso a la información 
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sobre derechos sexuales y reproductivos o bien impida el libre ejercicio de la 
determinación del número y espaciamiento de los hijos e hijas.367

En esta línea, el artículo 67 de la LGS señala que, deberán brindarse 
a las y los adolescentes, información oportuna, eficaz y completa sobre los 
métodos anticonceptivos, la cual debe dar a conocer a mujeres y hombres 
“la inconveniencia del embarazo antes de los 20 años o bien después de 
los 35, así como la conveniencia de espaciar los embarazos y reducir su 
número”.

De manera similar, el numeral 50 de la LGNNA conmina a la federa-
ción y entidades federativas a proporcionar asesoría sobre salud sexual y 
reproductiva. Sobre esta acción, la Norma Oficial Mexicana de los Servi-
cios de Planificación Familiar NOM- 005-SSA2-1993 dispone que la orien-
tación será otorgada por personal capacitado para atender a la población 
adolescente, con respeto al derecho a decidir sobre su conducta sexual y 
reproductiva y al ejercicio del consentimiento informado en la prescripción 
de métodos anticonceptivos (apartado 4.4.1).

Es oportuno indicar que, las acciones enumeradas en el artículo 50 de 
la LGNNA se dirigen al cumplimiento del derecho a la protección de la sa-
lud, sin embargo, algunas de ellas se alinean más con los derechos sexuales 
y reproductivos. Tal es el caso de las fracciones VI, VII, XI y XIII, las cuales 
instruyen a la federación y entidades a establecer las medidas tendentes a pre-
venir embarazos de las niñas y las adolescentes; garantizar el acceso a mé-
todos anticonceptivos, “[p]roporcionar asesoría y orientación sobre salud 
sexual y reproductiva”, y “[p]rohibir, sancionar y erradicar la esterilización 
forzada” de NNA y cualquier forma de violencia obstétrica.

El derecho a una vida libre de violencia se encuentra protegido particu-
larmente en la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia (LGAMVLV), que describe a la violencia contra las mujeres como 
“cualquier acción u omisión, basada en su género, que les cause daño o sufri-
miento psicológico, físico, patrimonial, económico, sexual o la muerte tanto 
en el ámbito privado como en el público” (artículo 5o., fracción IV). 

La LGNNA, por su parte, lo integra como principio rector en el ar-
tículo 6o., fracción XIII y como derecho en el artículo 13, fracción VIII, 
disponiendo que NNA tienen derecho a una vida libre de violencia, a que 
se resguarde su integridad personal, y que las autoridades consideren la 
perspectiva de género en casos de esta naturaleza (artículo 47). En este or-
denamiento se despliegan los diferentes tipos y modalidades de violencia 
contra la mujer, de entre los que destacan la violencia psicológica, física, 

367		 LFPED, artículo 9, fracción VI.
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patrimonial, económica y sexual (artículo 6o., fracciones I a la V) y las mo-
dalidades de violencia en el ámbito familiar, laboral, docente, comunitario, 
institucional, digital, mediático y feminicida.

Esto se articula con lo dispuesto en los numerales 27, fracción III, y 34 
ter de la LGAMVLV, los cuales indican que en contextos de violencia se 
deberán emitir las órdenes de protección conforme al principio del interés 
superior del niño, y proporcionar alojamiento temporal a mujeres y niñas. 
Así también, el artículo 45, fracción XI del mismo ordenamiento, instruye a 
la SEP a formar al personal educativo, en materia de derechos humanos de 
las niñas y las mujeres y “políticas de prevención, atención, sanción y erra-
dicación de la violencia contra las mujeres”.

Lo expuesto en este segmento es de enorme relevancia, ya que, además 
de nombrar las violencias y los espacios en los que pueden ocurrir, incor-
pora medidas para prevenir que su configuración produzca efectos irrepa-
rables. Igualmente, hace referencia a la formación que requiere el personal 
educativo para contribuir a su erradicación.

1. La maternidad adolescente en la dimensión educativa

El derecho a la educación se encuentra inserto en los artículos 3o., frac-
ciones II y V de la Constitución, y 5o. de la Ley General de Educación 
(LGE)368 donde se describe que, toda persona tiene este derecho, el cual 
obliga al Estado mexicano a establecer las medidas que favorezcan su ejer-
cicio, así como a priorizar el interés superior de NNA en el acceso, perma-
nencia y participación en los servicios educativos. Al respecto, tanto la LGE 
como la LGNNA determinan una serie de elementos que, además de guiar 
su cumplimiento, se relacionan con la satisfacción de otros, como el derecho 
a la igualdad y no discriminación, derechos sexuales y el derecho a una vida 
libre de violencia.

Sobre la relación con el derecho a la igualdad y no discriminación, se 
ordenan varios aspectos fundamentales. Por un lado, la erradicación de 
prácticas pedagógicas discriminatorias369 y el establecimiento de “políticas 
incluyentes, transversales y con perspectiva de género” que deriven en becas 
y demás apoyos con el fin de ayudar a las y los estudiantes a solventar las 
condiciones que les impiden ejercer el derecho.370

368		 En 2019 se reformó la LGE para impulsar la inclusión de NNA al Sistema Educativo 
Nacional desde la enseñanza inicial hasta la superior (PRONAPINNA, 2021).

369		 LGNNA, artículo 57, fracción XVIII.
370		 LGE, artículo 9o.
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Esto es esencial si se tiene en cuenta lo sostenido por la SEP371 al indi-
car que, la maternidad en este momento de la vida “propicia la discrimi-
nación y exclusión en diversas esferas de la vida social, ya que los estereo-
tipos de género siguen fuertemente arraigados en la sociedad mexicana, 
y son estas mujeres las que abandonan los estudios a causa de los malos 
tratos y burlas”. En la misma línea, el artículo 57 de la LGNNA establece 
que, para garantizar el derecho a la educación, la federación y entidades 
deben “[a]daptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y con-
textos específicos” de NNA (fracción VI), establecer acciones afirmativas 
que favorezcan su permanencia, sobre todo de quienes “enfrentan situa-
ciones de vulnerabilidad”, como en el caso de las adolescentes embara-
zadas (artículos 50 y 57, fracción VII), a fin de asegurar “la conclusión 
de la educación obligatoria, abatir el ausentismo, abandono y deserción 
escolares” (fracción XVI).

En este sentido, la Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal,372 
asegura que la igualdad de condiciones para el derecho a la educación signi-
fica que “no se les puede expulsar, suspender, cambiar de horario o de esta-
blecimiento escolar, cancelar su matrícula o modificar las condiciones en las 
cuales las adolescentes venían ejerciendo su derecho a la educación, y que 
vaya en detrimento de su ingreso, permanencia o progreso escolar”.

Asimismo, la CDHDF373 sostiene que deben ofrecerse “a las adolescen-
tes embarazadas oportunidades de educación permanente que incentiven y 
estimulen su desarrollo académico, y que aseguren su estancia en el sistema 
educativo. De igual forma, deben elaborar[se] políticas que permitan a las 
madres adolescentes continuar su educación”.

En cuanto al vínculo con el derecho a una vida libre de violencia, la 
LGE expone que las autoridades educativas promoverán una cultura de paz 
y no violencia, lo que conlleva entre otras acciones, a hacer difusión sobre 
los tipos y modalidades de maltrato escolar y a la creación de protocolos de 
actuación para la atención de casos (artículo 74, fracción IX).

Respecto al nexo con los derechos sexuales y reproductivos, la LGE 
prescribe que en los planes y programas de estudio deberá considerarse la 

371		 Secretaría de Educación Pública (SEP), Embarazo adolescente y madres jóvenes en Méxi-
co: una visión desde el Promajoven, México, SEP, Dirección General de Educación Indígena, 
2012, p. 40. Disponible en: https://dgeiib.basica.sep.gob.mx/files/fondo-editorial/promajoven/proma-
joven_00001.pdf.

372		 Comisión de Derechos Humanos (CDHDF), Embarazo en adolescentes el ejercicio de los dere-
chos sexuales y reproductivos en la Ciudad de México. Situación de los derechos humanos de las mujeres, Ciudad 
de México, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 2016, 143 pp. Disponible en: 
https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/06/embarazo.pdf. 2016, p. 38. 

373		 Ibidem, p. 48.
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educación sexual integral y reproductiva, lo que implica hablar sobre “el 
ejercicio responsable de la sexualidad, la planeación familiar, la maternidad 
y la paternidad responsable, la prevención de los embarazos adolescentes y 
de las infecciones de transmisión sexual” (artículos 30, fracción X, y 58, 
fracción VIII).

Respecto a la educación superior, el artículo 48 de la LGE dispone que, 
el Estado debe impulsar acciones afirmativas para “compensar las desigual-
dades y la inequidad en el acceso y permanencia en los estudios por razones 
económicas, de género, origen étnico o discapacidad”.

Un aspecto que es fundamental para el cumplimiento del derecho a la 
educación es que las y los estudiantes dispongan de centros educativos ac-
cesibles, de ahí la relevancia de que las autoridades educativas atiendan lo 
previsto en el artículo 102 de la LGE, el cual señala que deberán atenderse 
prioritariamente las escuelas con mayor posibilidad de rezago o abandono 
escolar por encontrarse en localidades aisladas, zonas urbanas marginadas, 
rurales y en pueblos y comunidades indígenas. De lo establecido en este 
punto se puede decir que, el cumplimiento del derecho a la educación ame-
rita la realización de múltiples acciones, particularmente cuando lo que se 
busca es asegurar la permanencia de adolescentes embarazadas, esfuerzos 
que también deberían incluir a las que ya son madres. 

Así también se resalta el hecho de que la LGE exige tener en cuenta las 
condiciones que enfrenta la estudiante para el establecimiento de las políti-
cas y los ajustes necesarios; disposición que, sin duda, debe verse reflejada 
al momento de tratar la maternidad en la adolescencia. Esto permitiría, por 
ejemplo, vincular a la educación con el derecho al cuidado. Si bien exis-
ten algunas disposiciones como el artículo 9o., fracción IV, de la LGE, que 
hace referencia a que “las instituciones que presten servicios de estancias 
infantiles faciliten la incorporación de las hijas o hijos de estudiantes que lo 
requieran con el objeto de que no interrumpan o abandonen sus estudios”, 
la normativa en materia de cuidados aún es escasa.374

Asimismo, haría posible incluir numerales que regulen el derecho a la 
lactancia materna, concretamente en el ámbito educativo. Al respecto, se 
observa que la LGNNA llega a contemplar algunos numerales, aunque aso-
ciando este derecho al ámbito de la salud y no como un aspecto que debe 
ser respetado en el caso de las estudiantes que son madres. 

374		 Apenas hace unos años, comenzó a discutirse la posibilidad de elevar a rango cons-
titucional el derecho al cuidado y a cuidar, para obligar al Estado mexicano a promover la 
corresponsabilidad entre mujeres y hombres en estas labores.
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En este sentido, se considera fundamental que se analicen estas dimen-
siones y se establezcan medidas que fortalezcan la protección y el cumpli-
miento de ambos derechos, sin dejar de mencionar que el derecho al cuida-
do también cobra relevancia cuando la madre adolescente se encuentra en 
el ámbito laboral.

2. Madres adolescentes en el ámbito laboral

El artículo 123 de la Constitución establece que, toda persona tiene 
derecho al trabajo digno y socialmente útil, prohibiéndose a partir de 2014 
la utilización del trabajo de los menores de 15 años y disponiendo que los 
mayores de esta edad y menores de 16 tendrán como jornada máxima la 
de 6 horas.

El artículo 47 de la LGNNA prevé la obligación de las autoridades de 
los tres órdenes de gobierno de prevenir, atender y sancionar los casos en los 
que NNA se vean afectados, entre otros, por el trabajo antes de la edad mí-
nima de 15 años; el “trabajo en adolescentes mayores de 15 años que pueda 
perjudicar su salud, su educación o impedir su desarrollo físico o mental; la 
explotación laboral, las peores formas de trabajo infantil, así como el tra-
bajo forzoso”.

La Ley Federal de Trabajo (LFT), por su parte, señala que los mayo-
res de 15 años pueden prestar sus servicios con las limitaciones indicadas 
en la ley (artículo 22), asimismo, prohíbe la utilización del trabajo de los 
menores de 15 años y de 18 años, en horas extraordinarias, en los días 
domingos y de descanso obligatorio. Así también prescribe que, no po-
drá utilizarse el trabajo de mayores de esta edad y menores de 18 años 
“que no hayan terminado su educación básica obligatoria, salvo los casos 
que apruebe la autoridad laboral”, por haber, compatibilidad entre los 
estudios y el trabajo (LFT, artículo 22 bis). Igualmente, dispone que, para 
laborar, las personas mayores de 15 años y menores de 18 años requieren 
de un certificado médico que avale su aptitud para trabajar, así como 
llevar a cabo las revisiones médicas que requieran las autoridades labora-
les (artículo 174). Del mismo modo, la LFT obliga a quienes contraten a 
personas menores de dieciocho años, a solicitar la presentación de certifi-
cados médicos que avalen su aptitud para trabajar; tener un registro con 
la información y documentación sobre la persona trabajadora en donde 
precise, entre otros datos, la clase de trabajo que hace, los horarios, sala-
rios y demás condiciones; designarles trabajo de forma que no afecte sus 
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programas escolares; brindar capacitación y atender las solicitudes de in-
formación de las autoridades del trabajo (artículo 180).

El artículo 331 bis de esta legislación, prohíbe la contratación para el 
trabajo del hogar de adolescentes menores de 15 años, señala que, tratán-
dose de adolescentes mayores de 15 años, la persona empleadora deberá, 
entre otras cosas, “evitar la contratación de personas adolescentes mayores 
de 15 años que no hayan concluido cuando menos la educación secundaria, 
a excepción de que la persona empleadora se haga cargo de que finalice la 
misma” (fracción III). 

En cuanto a la intersección entre trabajo y reproducción, los artículos 
123, apartado A, fracción V, de la Constitución, y 132, fracción XXVII, 
165 y 170, fracción I de la LFT, protegen el embarazo y la maternidad, 
indican que, durante el embarazo, la gestante no efectuará trabajos que 
impliquen esfuerzos o representen un peligro para su salud. Del mismo 
modo, se prevé la licencia de maternidad y periodos de lactancia des-
pués de haber tenido al bebé, así como la obligación para la o el patrón 
de proporcionar a las embarazadas de la protección que establezcan los 
reglamentos.

En esta línea la “Carta de derechos humanos y laborales para adoles-
centes en edad permitida para trabajar” emitida por la Secretaría del Tra-
bajo y Previsión Social (STPS) dispone que las adolescentes embarazadas 
entre 15 y 17 años tienen los mismos derechos laborales de las personas tra-
bajadoras mayores de edad, precisa que, deben recibir el mismo pago por 
el mismo trabajo, tomando en cuenta las limitaciones y condiciones para 
contratarlas por ser adolescentes en edad permitida para trabajar. De entre 
los puntos que indica la Carta de Derechos se destacan:

	— Los derechos a no “realizar trabajos de levantar, tirar o empujar 
grandes pesos, que produzcan trepidación, que actúen o puedan 
alterar el estado psíquico y nervioso; o estar de pie durante largo 
tiempo” y a “gozar de servicios de guardería infantil” por parte del 
IMSS.375

	— La prohibición para las y los empleadores de exigir la presenta-
ción de un “certificado médico de no embarazo para el ingreso, 
permanencia o ascenso en el empleo”, así como de despedir o in-

375		 Secretaría del Trabajo y Previsión Social (STPS), Carta de derechos humanos y labo-
rales para adolescentes en edad permitida para trabajar, México, STPS, febrero de 2015.
Disponible en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/75730/stps-carta-derechos-labora-
les-adolescentes.pdf.
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tervenir en la renuncia de la adolescente por encontrarse “emba-
razada, por cambio de estado civil o por tener el cuidado de hijas/
os menores de edad”.376

De lo analizado sobre la interacción entre la maternidad adolescente y 
la dimensión laboral, se observa que conviene que la política pública y los 
programas dirigidos a la atención de la maternidad consideren en estos as-
pectos lo referente al derecho a los cuidados. 

Por otro lado, llama la atención que, pese a que el derecho al trabajo 
es una dimensión relevante en la vida de las madres adolescentes por su 
vinculación con el ejercicio de otros derechos, sea tan escasa la información 
acerca de la misma. Esto sin duda es un gran pendiente que debe subsa-
narse para asegurar la protección integral de los derechos de las madres 
adolescentes. 

En el recuadro de las siguientes páginas se muestran de manera resumi-
da tanto los estándares internacionales mencionados en el capítulo anterior, 
como las obligaciones a las que se hizo alusión en el presente, a fin de tener 
un panorama claro acerca de qué se ha indicado desde el ámbito nacional 
e internacional para satisfacer estos derechos en el contexto de maternidad 
en la adolescencia.

Lo establecido en dichas disposiciones, debe verse reflejado en las polí-
ticas públicas, lo que se revisará en los siguientes apartados.

376		 Idem.
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Derecho a la salud Derechos sexuales y derechos reproductivos

	— Considerar, además de los elementos biológico-reproductivos, los psicológi- 
 cos y psicosociales.377

	— Prevenir que el personal de salud revictimice o deniegue el acceso a los ser-   
vicios de  salud.378

	— Asegurar el derecho de toda mujer embarazada o en periodo de lactan-
cia a la protección, cuidados y ayuda especiales (Declaración Americana, 
artículo VII).

	— Prevenir la morbimortalidad materna y la mortalidad de las adolescentes.379

	— Diseñar políticas y programas, en función de las necesidades específicas en 
salud materna, y con respeto a los derechos a la intimidad y confidencialidad 
de las y los adolescentes.380 

	— Asegurar que la atención materno-infantil sea respetuosa e incluya la atención 
psicológica (LGS, artículo 61 y LGNNA, artículo 50).

	— Promover la lactancia materna (LGNNA, artículo 50).

	— Garantizar a las y los adolescentes información adecuada a sus particularidades, al igual 
que su participación activa “en la preparación y difusión de información.381 

	— Incorporar oportunidades de educación y diálogo dirigidas a los niños y los hombres en 
los servicios de salud sexual, reproductiva e infantil”382 con el objetivo de asegurar condi-
ciones sanas en el embarazo y parto.

	— Eliminar los efectos discriminatorios en las mujeres de denegarles servicios, basados en 
estereotipos que reducen el rol primario de las mujeres a la maternidad y previenen que 
tomen decisiones sobre su sexualidad y reproducción.383 

	— Impartir una educación sexual y reproductiva basada en pruebas, científicamente riguro-
sa, adecuada en función de la edad, que posibilite el entendimiento del consentimiento.384

	— Personal capacitado deberá brindar información sobre la inconveniencia del embarazo 
antes de los 20 años o bien después de los 35, así como la conveniencia de espaciar los 
embarazos y reducir su número (LGS, artículo 67 y NOM-005, apartado 4.4.1).

	— Prohibición, sanción y erradicación de la esterilización forzada de NNA y cualquier for-
ma de violencia obstétrica (LGNNA, artículo 50).

377		 Salinas Mulder, Silvia (coord.), Vivencias y relatos sobre el embarazo en adolescentes: una aproximación a los factores culturales, sociales y emocionales a partir de un estudio en seis países de la región. 
Informe final, Panamá, Plan Internacional / Oficina Regional de UNICEF para América Latina y el Caribe, 2014. Informe electrónico (82 pp.). Disponible en: https://www.unicef.
org/ecuador/media/2481/file/Vivencias%20y%20relatos%20sobre%20el%20embarazo%20en%20adolescentes.pdf.

378		 Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI) y Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), 2014, Declaración sobre la violencia contra las 
niñas, mujeres, y adolescentes y sus derechos sexuales y reproductivos. Disponible en: https://www.oas.org/es/mesecvi/docs/declaracionderechos-es.pdf.

379		 Comité de los Derechos del Niño, Observación general núm. 15: “Sobre el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 24)”, 2013. Disponible 
en: http://docstore.ohchr.org/SelfServices/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2FPPRiCAqhKb7yhsqIkirKQZLK2M58RF%2F5F0vHCIs1B9k1r3x0aA7FYrehlsj%2FQwiEONVKEf8BnpvEXSl7WLpn
aEMIpupYgu9Jcq5Jnl6KhXRgZtqhSh9BZY9KH.

380		 Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Acceso a servicios de salud materna desde una perspectiva de derechos humanos, 2010.	
381		 Comité de los Derechos del Niño, Observación general núm. 4: “La salud y el desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención sobre los Derechos del Niño”, 

2003. Disponible en: http://hrlibrary.umn.edu/crc/spanish/Sgeneralcomment4.html.	
382		 Comité de los Derechos del Niño, Observación general núm. 15..., cit.
383		 Mecanismo de Seguimiento de la Convención de Belém do Pará (MESECVI) y Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), Declaración sobre la violencia contra las niñas, 

mujeres..., cit.
384		 Corte IDH, Caso Guzmán Albarracín y otras vs. Ecuador, fondo, reparaciones y costas, sentencia del 24 de junio de 2020, Serie C, núm. 405.
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Derecho a la educación Derecho al trabajo

	— Implantar la enseñanza primaria obligatoria y gratuita (CND, artículo 28).
	— Fomentar la asistencia regular a las escuelas y reducir las tasas de deserción 
escolar de las y los niños, con énfasis en la tasa de abandono femenino (Proto-
colo San Salvador, artículo 13 y CEDAW, artículo 10).

	— Impulsar programas educativos que contrarresten los prejuicios, costumbres y 
prácticas basadas en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquie-
ra de los géneros o en los papeles estereotipados para la mujer y el hombre 
para fomentar relaciones intergenéricas sanas (Belém do Pará, artículo 8).

	— Garantizar la protección de las adolescentes embarazadas y la no interrup-
ción de sus estudios (Comité DN y UNFPA).

	— Aminorar el estigma que recae sobre las madres adolescentes en el ámbito 
escolar (Comité DN y UNFPA).

	— Asegurar asistencia financiera para procurar que las mujeres regresen a la 
escuela (Comité DN y UNFPA).

	— Promover un entorno docente en el que se eliminen todas las barreras que im-
piden la asistencia a la escuela de las adolescentes embarazadas y las madres 
jóvenes, que incluya, según corresponda, servicios accesibles y asequibles de 
guardería (ONU, 1994: Objetivo estratégico B.1).

	— Garantizar la educación preescolar, primaria, secundaria y la media superior 
obligatorias (LGE, artículo 6).

	— Establecer políticas incluyentes, transversales y con perspectiva de género que 
deriven en becas y demás apoyos con el fin de ayudar a las y los estudiantes a 
solventar las condiciones que les impiden ejercer el derecho (LGE, artículo 9).

	— Adaptar el sistema educativo a las condiciones, intereses y contextos específi-
cos de NNA (LGE, artículo 9).

	— Difundir los tipos y modalidades de maltrato escolar y la creación de proto-
colos de actuación para la atención de casos (LGE, artículo 74).

	— Tomar las medidas para asegurar el establecimiento de condiciones de trabajo equitativas 
y satisfactorias (artículo 6o., PIDESC).

	— Proteger al niño(a) contra el desempeño de cualquier acto nocivo para la salud, educación 
o desarrollo (CDN, artículo 32; Protocolo de San Salvador, artículo 7o.).

	— Fijar edades mínimas de admisión al empleo y reglamentar las condiciones del mismo 
(CDN, artículo 32).

	— Evitar la contratación de personas adolescentes mayores de 15 años que no hayan con-
cluido cuando menos la educación secundaria, a excepción de que la persona empleadora 
se haga cargo de que finalice la misma (LFT, artículo 22 bis). 

	— Evitar que durante el embarazo, la gestante efectúe trabajos que impliquen esfuerzos o 
representen un peligro para su salud (LFT, artículos 132, 165 y 170). 

	— Garantizar la licencia de maternidad y periodos de lactancia (LFT, artículo 132, 165 y 
170).

Derecho a una vida libre de violencia

	— Prevenir y atender los casos de abuso físico, mental y sexual en contra a niñas y niños (CND, artículo 19 y CEDAW).
	— Emitir las órdenes de protección conforme al principio del interés superior del niño, y proporcionar alojamiento temporal a mujeres y niñas. (LGAMVLV, artículos 27 y 34 ter).
	— Formar al personal educativo, en materia de derechos humanos de las niñas y las mujeres y políticas de prevención, atención, sanción y erradicación de la violencia contra 
las mujeres (LGAMVLV, artículo 45).

Fuente: elaboración propia.
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III. Elementos para la protección 
jurídica de la maternidad 

adolescente en México

En este punto, es pertinente corroborar la forma en la que los antecedentes 
normativos y de política pública más relevantes acerca del tema habilitan o 
no entornos propicios para la salvaguarda efectiva de los derechos de las ma-
dres adolescentes, a fin de descubrir, si la consideración sobre su titularidad, 
la forma en la que han resuelto las tensiones entre la autonomía progresiva y la 
protección, así como la manera en la que se ha impulsado el establecimien-
to de objetivos en materia de género, han constituido y constituyen una vía 
para la materialización de los mismos. De acuerdo con la Primera Sala de la 
SCJN,385 las sociedades deben generar entornos óptimos para que las adoles-
centes puedan alcanzar sus capacidades y se respete el “potencial para parti-
cipar y responsabilizarse por la toma de decisiones sobre sus propias vidas”.

En esta línea se recuerda que, en el 2000, se modificó el artículo 4o. 
constitucional para incluir a niñas y niños. Pese a que no se hizo mención 
expresa de las y los adolescentes, este suceso, sin duda, constituyó un im-
portante avance para las personas menores de 18 años. González Contró 
afirma que, lo anterior favoreció la visibilización de las personas menores 
de edad como titulares de ciertos derechos, los cuales se ampliaron gracias 
a la reforma en materia de derechos humanos en 2011 y cuya protección se 
consolidó con la LGNNA que se emitiría más adelante.

Sobre esto la CDHDF386 indica que, la reforma al artículo 4o. de la 
Constitución tuvo por consecuencia la erradicación del paradigma “pro-
teccionista tutelar” que imperó hasta finales del siglo XIX, bajo el cual se 
percibía a las NNA “como seres absolutamente vulnerables y dependientes, 
que le pertenecían a la familia” y, por tanto, se “les negaba la posibilidad de 
contar con autonomía personal y les excluía de la titularidad de derechos”. 

Acerca de este punto, la CDHDF aclara que, en el proceso de reconoci-
miento de derechos que tuvo lugar en el ámbito internacional no se diferen-
ció a la niñez de la adolescencia, y cita a González Contró para afirmar que 
la distinción entre ambas categorías no data de hace mucho y “obedece a 

385		 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala, Amparo directo en revisión 
119/ 2014, párr. 81, sentencia publicada en 2019. Disponible en: https://www.scjn.gob.mx/
sites/default/files/listas/documento_dos/2019-02/ADR-119-2014-190214.pdf.

386		 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF), Embarazo en adolescen-
tes el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos en la Ciudad de México. Situación de los derechos hu-
manos de las mujeres, Ciudad de México, Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal, 
2016, p. 11. Disponible en: https://cdhcm.org.mx/wp-content/uploads/2015/06/embarazo.pdf.
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razones plenamente justificadas que pueden ayudar a la garantía de los de-
rechos mediante el reconocimiento, por ejemplo, de una mayor autonomía 
a partir del inicio de la pubertad”.387

El paradigma proteccionista tutelar dio lugar al asistencialismo y pater-
nalismo, perspectivas que, de acuerdo con la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación (SCJN),388 influyeron:

…en la educación, en las políticas públicas, en la familia y, por supuesto, en el 
ámbito jurídico de muchos países. Específicamente en el derecho, el enfoque 
tutelar es perceptible desde la tradición jurídica civilista, la cual ha sujetado 
a esta población a la potestad de las personas adultas, concretamente a los 
“jefes” de familia. Esta visión se ha filtrado en las diversas ramas del derecho, 
propiciando la exclusión de la infancia y la adolescencia de la titularidad de 
sus derechos.

Posteriormente, en 2011, se incorporó el interés superior del niño como 
principio en el artículo 4o. de la Constitución, que a la letra dice: “en todas 
las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el prin-
cipio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus 
derechos”. Sobre este principio la CDHDF389 indica que “ha evolucionado 
conjuntamente con el reconocimiento progresivo de los derechos al pasar 
de ser considerado sólo un objetivo deseable a constituirse en un principio jurídico 
garantista que obliga, limita y orienta sus decisiones para satisfacer de mane-
ra plena e integral los derechos de esta población”.

Añade que este principio “se instituye como obligación de carácter 
reforzado y prioritario para el Estado estableciendo que sus derechos son 
asuntos de orden público e interés social, por lo cual se debe actuar oficiosa-
mente para protegerlos y brindarles la asistencia y representación necesarias 
para el ejercicio de sus derechos”.390

Más adelante, en 2014, se expidió la LGNNA con la cual se robusteció 
el marco jurídico, ya que integró en el numeral 2 el principio del interés 
superior del niño, indicando que deberá ser considerado de manera pri-
mordial en la toma de decisiones que involucren a las y los menores de 18 

387		 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF), Embarazo en adolescen-
tes..., cit., p. 28.

388		 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Protocolo para juzgar con perspectiva de infancia..., 
cit., p. 11.

389		 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF), Embarazo en adolescen-
tes el ejercicio de los derechos sexuales…, cit., p. 30.

390		 Ibidem, pp. 29 y 30.
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años. Por ende, este principio se inserta de manera transversal en todos los 
derechos contenidos en dicha ley.

La LGNNA ha sido de gran importancia para el avance de los derechos 
humanos por diversas razones, entre las que destacan:

	— Contiene un catálogo amplio de derechos.
	— Marcó la pauta para cambiar el paradigma de minoridad y protec-

cionista tutelar391 que hasta ese momento prevalecía.
	— Favoreció la materialización de los principios contenidos en la CDN 

tales como el interés superior del niño, la no discriminación, el de-
recho a la vida, a la supervivencia y al desarrollo, y el derecho a ex-
presar sus opiniones y a que sean debidamente tomadas en cuenta, 
es decir, el derecho a la participación.

En materia de género, se destaca la publicación en 2006 de la Ley Ge-
neral para la Igualdad entre Mujeres y Hombres (LGIMH), mediante la 
cual se propuso orientar al país al logro de la igualdad sustantiva, tarea que 
se encuentra a cargo del Instituto Nacional de las Mujeres (INMUJERES), 
entidad que tiene el objetivo de cumplir con el artículo 4o. constitucional. 
Cabe destacar que esta ley plasma una definición incompleta sobre la igual-
dad sustantiva, ya que la describe como el acceso al mismo trato y oportu-
nidades, sin explicar que alcanzarla implica “un cambio estructural en las 
relaciones de poder”.392

La LGDNNA también protege el derecho a la igualdad sustantiva y a 
no ser víctimas de discriminación, y hace alusión a que la perspectiva anti-
discriminatoria debe ser incluida en el quehacer público, sobre todo en las 
políticas públicas (artículos 36, 39 y 40).

Por su parte, la LFPED regula la determinación de acciones afirmati-
vas para favorecer la inclusión de personas en los diferentes espacios, mis-
mas que serán prioritariamente aplicables a personas como niñas y ado-
lescentes (artículo 15 octavus). De acuerdo con esta ley, para materializar 
la igualdad sustantiva debe transversalizarse la perspectiva de género en 
todas las actuaciones de las autoridades (artículo 37, fracción I).

No se omite manifestar que apenas en 2022 se reformó la LGAMVLV, 
para incluir en el artículo 4o., fracción I, la igualdad jurídica, sustantiva, de 
resultados y estructural, cuestión que se considera de suma importancia, ya 

391		 Idem.
392		 Constant, Chloé, “Actualización de la Guía núm. 1: ¿Qué es género? Conceptos bási-

cos” (versión original elaborada por la Evangelina García Prince), FLACSO, 2020.
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que permitirá establecer políticas y programas que aspiren hacia estos tipos 
de igualdad, en lugar de sólo apuntar hacia la de oportunidades, como hasta 
ahora se ha impulsado por la legislación nacional.

Ahora bien, uno de los aspectos que se destacaron en el capítulo pri-
mero es el relacionado con el principio de autonomía progresiva y la forma 
en la que éste entra en tensión con el deber de protección de las personas 
menores de edad. Acerca de este principio, la CDHDF393 menciona que 
la adolescencia es una etapa de “crecimiento en la que la autonomía se va 
desarrollando de forma gradual a medida que se adquieren habilidades que 
permiten a las personas hacer sus propias elecciones”. Del mismo modo, 
señala que el avance progresivo de la autonomía va “restringiendo las potes-
tades de madres, padres o tutores, de la sociedad y el Estado”.394 

Al respecto, la Primera Sala de la SCJN395 describe a la autonomía pro-
gresiva como un concepto psicológico asociado con la madurez psico-emo-
cional, al tiempo que se trata de:

	— Una noción normativa que describe “la esfera de inmunidad de la 
persona frente al Estado” que incrementa “conforme la persona se 
aproxima en su crecimiento al umbral, también normativo, de la 
mayoría de edad”.

	— Una autonomía contingente supeditada a la “verificación y protec-
ción reforzada por parte del Estado, sus agentes y las personas au-
torizadas por el orden jurídico para adquirir responsabilidad sobre 
las personas adolescentes”.

Acerca de esta tensión entre las obligaciones de respetar y proteger, la 
Primera Sala SCJN menciona que el Estado, más que decantarse por algu-
na de estas obligaciones, debe estar atento a las complejidades propias del 
especial carácter de NNA. Califica de adultocéntrico el que las reglas e ins-
tituciones del Estado consideren a ambas obligaciones como excluyentes, lo 
que a decir de la Sala396 “muestra de discriminación estructural por razones 
de edad”. Finalmente, indica que inclinarse sólo por la protección, niega la 

393		 Comisión de Derechos Humanos del Distrito Federal (CDHDF), Embarazo en adolescen-
tes…, cit., p. 31.

394		 Idem.
395		 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Amparo directo en revisión 119/ 2014, cit., 

párrs. 53 y 84.
396		 Ibidem, párr. 87.
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autonomía progresiva de las personas adolescentes. De acuerdo con la Pri-
mera Sala de la SCJN, debe tenerse cuidado de que la protección no se tra-
duzca en la negación tajante y absoluta de la posibilidad de las adolescentes, 
de decidir sobre sus vidas.

En esta línea, se reconocen las modificaciones a la Norma Oficial Mexi-
cana 046-SSA2-2005 que tuvieron en lugar en 2016, las cuales se sustentan 
en el reconocimiento de este principio para proteger los derechos reproduc-
tivos de la adolescente. De manera que, ante un caso de violencia sexual, 
tengan mayor facilidad de acceder a la anticoncepción de emergencia sin 
necesidad de satisfacer requisitos previos, tales como la presentación de una 
denuncia o la autorización de los padres o tutor legal.

Lo revisado hasta este punto deja ver un marco jurídico que ha evolu-
cionado progresivamente, apuntando hacia el fortalecimiento de las y los 
adolescentes como sujetos de derechos. Del mismo modo, la legislación ha 
integrado, de manera paulatina, disposiciones que permiten conformar po-
líticas y programas cada vez más sólidos para el logro de la igualdad sus-
tantiva. 

En suma, si bien la normativa pareciera habilitar un escenario propicio 
para la protección de los derechos de las madres adolescentes, queda pen-
diente incorporar de manera explícita esta figura, así como los diferentes 
efectos que se desprenden de ella, a fin de que mediante la política pública 
y programas se puedan atender. 

IV. Las madres adolescentes en las políticas 
públicas y programas federales vigentes

Tal como se indicaba al inicio, el fenómeno de la maternidad adolescente ha 
pasado de la invisibilidad social, al reconocimiento y conformación de dispo-
siciones orientadas a su atención, aunque sin el protagonismo, especificidad 
y relevancia oportunas. La legislación antes descrita, además de proteger los 
derechos humanos de las madres adolescentes, es llevada a la práctica me-
diante políticas públicas y programas, las cuales tienen un componente jurídi-
co importante, ya que permiten dar cumplimiento a las obligaciones previstas 
en la normativa.

Enseguida, se mencionarán los instrumentos más relevantes en la ma-
teria, por tratarse de políticas y programas que contienen, entre sus metas, 
las de garantizar y satisfacer los derechos de esta población, siendo estos:
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	— La Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo Adoles-
cente (ENAPEA).

	— La Beca de Apoyo a la Educación Básica de Madres Jóvenes y Jóve-
nes Embarazadas que forma parte de las Becas “Elisa Acuña”, del 
Programa de Becas de Educación Básica para el Bienestar.

	— Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 
2021-2024.

	— Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 
2020-2024 (PROIGUALDAD).

Es oportuno indicar que, el análisis realizado en esta investigación se 
efectúa con base en la normativa vigente; sin embargo, el contenido de la 
misma podrá variar en el siguiente periodo sexenal. Del mismo modo, se 
precisa que, para esta exégesis, también se tomaron como referencia es-
tudios que se han llevado a cabo sobre los programas y políticas públicas 
anteriores. 

1. Estrategia Nacional para la Prevención 
del Embarazo Adolescente (ENAPEA)397

La ENAPEA398 es una política pública que el Estado mexicano adoptó 
en 2015 con el objetivo de erradicar para 2030 el embarazo entre mujeres 
de 10 a 14 años, y reducirlo en un 50% entre mujeres de 15 a 19 años.399 
Dicha estrategia, además de perseguir la reducción de embarazos en adoles-
centes, considera dentro de sus líneas de acción la atención a la maternidad 
adolescente.400

397		 Para el análisis de la ENAPEA se revisó la estrategia que se lanzó en 2015, el Estudio 
sobre la Prevención del Embarazo en Adolescentes desde las Masculinidades efectuado 
por el Instituto Nacional de Salud Pública en 2015, los informes presentados por el Grupo 
Interinstitucional para la Prevención del Embarazo en Adolescentes (GIPEA) de 2019 
y 2020, la Segunda Fase de la ENAPEA 2021-2024, publicada en septiembre de 2021 y la 
evaluación que hizo Eurosocial sobre esta política en noviembre de 2020.

398		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional…, cit., pp. 81-90.
399		 No se omite manifestar que desde hacía varias décadas se había trabajado en la re-

ducción de la fecundidad adolescente, por ejemplo, en el Programa Nacional de Población 
2001-2006 se propuso “Invertir en el desarrollo humano de las y los jóvenes y fomentar en 
ellos actitudes y prácticas de prevención y planeación”, con el objetivo de reducir entre 2000 
y 2006 la tasa de 70 nacimientos por cada 1000 adolescentes a 61.

400		 Por ejemplo, el Objetivo 4: incrementar la demanda y calidad de la atención de los 
servicios de salud sexual y reproductiva para adolescentes, dispone en la línea de acción “16. 
Prevenir embarazos subsiguientes en madres adolescentes”.
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Esta política es importante por diversos motivos, por un lado, aborda el 
tema de la heterogeneidad del embarazo en la adolescencia en razón de la 
edad, reconociendo que existen diferencias en los embarazos que ocurren 
antes y después de los 15 años; mientras que, por otro, incorporó dentro 
de la población objetivo a los hombres adolescentes —aunque esto ocurrió 
años después de su lanzamiento—. La estrategia encuentra su justificación 
en el hecho de que las adolescentes de 15 a 19 años de edad constituyen el 
grupo de mujeres en edad fértil más grande, y que en los últimos 40 años, 
las adolescentes han disminuido su fecundidad en mucho menor grado que 
otros grupos de edad.401 Para su puesta en marcha y seguimiento, la ENA-
PEA contempla la instalación del Grupo Interinstitucional para la Preven-
ción del Embarazo en Adolescentes (GIPEA), contando con agrupaciones 
homólogas en el ámbito estatal y municipal. 

De su creación en 2015 a la fecha, la política ha tenido dos fases, la pri-
mera que tuvo lugar de 2015 a 2020, y una segunda aprobada para el perio-
do 2021 a 2024, en la que se hicieron varios ajustes que se revisarán en este 
capítulo. El contenido de ambas se retomará para hacer un análisis integral 
sobre la atención que ha dado el Estado mexicano al tema.

En su primera fase (2015-2020), la ENAPEA se había propuesto alcan-
zar cinco objetivos específicos a lograr mediante 19 líneas de acción y 90 
actividades, siendo los primeros:

•	 Objetivo 1: contribuir al desarrollo humano y ampliar las oportu-
nidades laborales y educativas de las y los adolescentes en México.

•	 Objetivo 2: propiciar un entorno habilitante que favorezca las de-
cisiones libres, responsables e informadas de las y los adolescentes 
sobre el ejercicio de su sexualidad y la prevención del embarazo.

•	 Objetivo 3: asegurar el acceso efectivo a una gama completa de 
métodos anticonceptivos, incluyendo los reversibles de acción pro-
longada (ARAP), para garantizar una elección libre e informada y 
la corresponsabilidad del varón en el ejercicio de la sexualidad.

•	 Objetivo 4: incrementar la demanda y calidad de la atención de los 
servicios de salud sexual y reproductiva para adolescentes.

•	 Objetivo 5: garantizar el derecho de las niñas, los niños y la pobla-
ción adolescente a recibir educación integral en sexualidad en todos 
los niveles educativos de gestión pública y privada.

401		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional…, cit.
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En la segunda fase, se redujeron estos objetivos para concentrarse en la 
protección de los derechos sexuales y reproductivos. Asimismo, se menciona 
que, dicha fase se alinea con la Política Social del Plan Nacional de Desa-
rrollo 2019-2024, así como con los objetivos y estrategias de los programas 
que a continuación se indican:

	— Programa Sectorial de Gobernación 2020-2024.
	— Programa Sectorial de Educación 2020-2024.
	— Programa Sectorial de Salud 2019-2024.
	— Programa Sectorial de Bienestar 2020-2024.
	— Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 

(PROIGUALDAD) 2020-2024. 

La ENAPEA está estrechamente vinculada con el programa de Becas 
de Apoyo a la Educación Básica de Madres Jóvenes y Jóvenes Embaraza-
das, el cual se analizará en la siguiente sección.

2. Becas de Apoyo a la Educación Básica de Madres Jóvenes 
y Jóvenes Embarazadas (PROMAJOVEN)

El PROMAJOVEN402 forma parte de la ENAPEA y fue puesto en 
marcha en 2004 con el objetivo de reducir el rezago educativo mediante 
el otorgamiento de becas a niñas y jóvenes en situación de vulnerabilidad 
acentuada por el embarazo y la maternidad.403 Es operado por la SEP y 
concentra los esfuerzos interinstitucionales de diversas entidades públicas, 
encaminados al cumplimiento de la política nacional en materia educativa. 
En la actualidad, es uno de los apoyos previstos en las Becas “Elisa Acuña” 
del Programa de Becas de Educación Básica para el Bienestar operado por 
la Coordinación Nacional del Programa de Becas, órgano desconcentrado 
de la SEP.

Las becas “Elisa Acuña” tienen entre otros objetivos específicos, el de 
contribuir a la permanencia y egreso de niñas y adolescentes en contexto 

402		 Hasta 2019 se conocía por sus siglas como PROMAJOVEN, por lo que para efectos 
del este libro se continuará mencionando de esta forma

403		 Algunas de las cifras que dieron origen al PROMAJOVEN derivan del Censo General 
de Población y Vivienda de 2000, en el que se registró que había 135,287 madres entre los 
12 y 19 años que no habían finalizado la educación básica. Secretaría de Educación Pública 
(SEP), Reglas de Operación del Programa de Becas “Elisa Acuña” para el Ejercicio Fiscal 
2022, 2021.
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de vulnerabilidad, agravada por el embarazo y la maternidad temprana de 
entre 12 y 18 años, para el acceso, permanencia y conclusión de su educa-
ción básica.404

Sobre este aspecto se observa que la LGE señala la obligatoriedad hasta 
la educación superior, y el PROMAJOVEN sólo contempla la educación 
básica, por tanto, sería conveniente que se modificara el programa para cu-
brir hasta la educación superior y cumplir con lo previsto en la LGE.

En el marco de este programa, se brinda a la población objetivo un 
monto de $800.00 pesos mensuales hasta por 10 meses en el año, con el 
objetivo de que las beneficiarias concluyan su educación básica en moda-
lidad escolarizada o no escolarizada. Hasta hace unos años este monto era 
de $850.00 y se redujo a la cantidad actual, por lo que, de manera similar a 
como ocurrió con la ENAPEA, en el PROMAJOVEN hubo una regresión 
que incumple con el principio de progresividad, así como con el máximo 
uso de recursos disponibles, debido a que, la disminución se contrapone 
con la finalidad del programa, el cual es evitar la deserción escolar. Asimis-
mo, no pasa desapercibido el hecho de que ha existido una reducción en 
el número de becas otorgadas de 2018, que se dieron 6,930 a 2020, que se 
brindaron 3,152.

Además de este recurso, las mujeres pueden participar en programas 
complementarios relacionados con su salud sexual y reproductiva, derechos 
y prevención de la violencia, entre otras actividades educativas, productivas y 
culturales que favorecen su desarrollo integral.405 Por medio de este progra-
ma, se garantiza particularmente el derecho a la educación, toda vez que la 
prestación tiene el propósito de que la mujer siga estudiando, y se promueve 
el conocimiento sobre los derechos sexuales y reproductivos.

El procedimiento para la selección de la población beneficiaria descri-
be que, una vez recibidas las solicitudes, el Comité de Becas o su equivalen-
te tendrán la responsabilidad de verificar que los datos registrados por las 
aspirantes estén completos, “descartando las solicitudes incompletas, can-
celadas y/o que no cumplan con los requisitos solicitados”.406 Sobre esto, 
sería deseable que, como parte de este proceso, se incluya un paso previo 
mediante el cual se le requiera a la solicitante la información restante, a fin 
de evitar que por cuestiones de forma se deje fuera a quienes necesitan este 
recurso.

404		 Idem.
405		 Idem.
406		 Ibidem, p. 134.
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También en las Reglas de Operación del Programa de Becas Elisa 
Acuña, se refiere que la beneficiaria tendrá la posibilidad de participar, de 
forma adicional a las actividades académicas, en “programas complemen-
tarios relacionados con su salud sexual y reproductiva, derechos y preven-
ción de la violencia, además de otras actividades educativas productivas y 
culturales que favorezcan su desarrollo integral”.407 Esta medida, además 
de dotarle de cierta integralidad al programa, impulsa la concientización de 
las mujeres sobre sus derechos; por tanto, debería de fortalecerse median-
te disposiciones que posibiliten a las beneficiarias el acceso a estas capa-
citaciones. 

En tal sentido sería conveniente precisar la forma en la que se llevarán 
a cabo dichos procesos de formación, a cargo de quién corren, así como 
considerar incentivos para que las estudiantes participen en estas activida-
des complementarias en medio de las cargas académicas, reproductivas y 
hasta laborales.

3. Programa Nacional de Protección de Niñas, Niños 
y Adolescentes 2021-2024 (PRONAPINNA)

La LGNNA dispone en los artículos 125, fracción VII, y 130, fracción 
II, la creación del PRONAPINNA, el cual es un programa sustentado en 
el enfoque basado en derechos humanos, que articula los esfuerzos institu-
cionales para la protección de los derechos de NNA. Su puesta en marcha 
corresponde al Sistema Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adoles-
centes (SIPINNA) y sistemas homólogos en el ámbito estatal y municipal. 
Si bien, a diferencia de las medidas anteriormente señaladas, el progra-
ma no se encuentra totalmente enfocado en adolescentes embarazadas y 
madres, sí cuenta con acciones específicas en su beneficio, las cuales son 
instrumentadas por el GIPEA, entidad encargada de supervisar y moni-
torear los mecanismos de coordinación, cooperación y comunicación de 
la ENAPEA.

Acerca de las estrategias y líneas de acción en la materia, el CONEVAL 
encontró en la evaluación realizada al PRONAPINNA 2016-2018 que, pese 
a ser vastas y adecuadas, requieren de un diagnóstico más profundo de la 
problemática. Del mismo modo, el CONEVAL identificó que el programa 
evaluado no contaba con líneas de acción encaminadas a la protección de 
las personas adolescentes trabajadoras en edad permitida.

407		 Ibidem, p. 639.



124 RITA MUCIÑO CORRO

Es pertinente indicar que, de 2017 a la fecha la Secretaría Ejecutiva 
del SIPINNA ha desarrollado la Estrategia “Atajos”, a la cual se han su-
mado 18 entidades federativas con el propósito de potenciar acciones en 
beneficio de los derechos de NNA mediante la atención de nueve dimen-
siones prioritarias, entre ellas, la prevención del embarazo infantil y en 
adolescentes.

En cuanto al PRONAPINNA 2021-2024, se observan objetivos y lí-
neas de acción importantes para el tema que se analiza, relacionados con 
la protección de los derechos sexuales y reproductivos, el derecho a la 
educación, cuidados y al trabajo. Dentro de las medidas orientadas a pro-
teger y promover dichos derechos, el PRONAPPINA contempla líneas de 
acción para:

	— Proveer de servicios de atención primaria a mujeres embarazadas, 
NNA en igualdad de oportunidades mediante la oferta oportuna 
de consultas para el diagnóstico y tratamiento de alteraciones a la 
salud, con especial énfasis en poblaciones vulnerables.408 

	— Mejorar y asegurar la calidad de la atención de las mujeres durante 
el embarazo, parto y puerperio con enfoque de derechos huma-
nos, perspectiva de género e interculturalidad, en todos los niveles 
de atención; en particular en poblaciones vulnerables a través del 
fortalecimiento de la capacidad institucional para la prestación de 
servicios de calidad.409

	— Promover el acceso y ejercicio de los derechos sexuales y reproduc-
tivos de NNA, para el disfrute pleno de su sexualidad, de acuerdo 
con su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez; así como 
para prevenir el embarazo adolescente y erradicar el embarazo in-
fantil.410

408		 Esta acción forma parte de la Estrategia prioritaria 1.1 Asegurar el acceso universal de 
niñas, niños y adolescentes a servicios de salud gratuitos y de calidad para garantizar su sano 
desarrollo integral en cada una de las etapas del ciclo de vida. Diario Oficial de la Federación, 
acción 1.1.2, 5 de diciembre de 2021. Disponible en: https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?c
odigo=5638368&fecha=15/12/2021#gsc.tab=0.

409		 La acción se enmarca en la Estrategia prioritaria 1.4 Impulsar el diseño, desarrollo 
e implementación de una estrategia integral y multisectorial dirigida a la primera infancia, 
basada en atención especializada con énfasis en la identidad salud, nutrición, educación y 
cuidados, que garantice una vida sana y promueva el bienestar de niñas y niños menores de 
5 años. Ibidem, 2021, acción 1.4.3.

410		 Ibidem, 2021, Estrategia prioritaria 1.5; acción 1.5.4.
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	— Impulsar herramientas para facilitar el acceso, permanencia y con-
clusión oportuna de la educación obligatoria de niñas y adolescen-
tes embarazadas, ofreciendo servicios asequibles de guardería e in-
formándoles sobre sus derechos.411

	— Impulsar la instrumentación de mecanismos con perspectiva de 
derechos de niñez y adolescencia, para atender y proteger inte-
gralmente a niñas y adolescentes embarazadas o que ya han sido 
madres.412

Por lo que hace al derecho al trabajo, el objetivo prioritario 3: “Pro-
teger integralmente y restituir los derechos humanos de las niñas, niños y 
adolescentes que han sido vulnerados o que han sido víctimas de delitos” 
contempla acciones para proteger a las personas adolescentes trabajadoras 
a fin de que realicen su labor en condiciones dignas, así como destinadas a 
fortalecer la empleabilidad segura de adolescentes de 15 a 17 años.413

Es oportuno señalar que, mediante el objetivo prioritario 4: “Generar 
un cambio cultural en el que se reconozca a niñas, niños y adolescentes 
como titulares de derechos y se les coloque al centro del diseño y ejecución 
de las acciones necesarias para la protección de sus derechos humanos y 
su Interés Superior”, se plantea impactar en la cultura adultocéntrica que 
excluye a NNA de las decisiones relacionadas con su bienestar y desarrollo. 
Dentro de las medidas para alcanzar dicho propósito, se propone subsanar 
la falta de formación en derechos de la niñez y las adolescencias a las y los 
funcionarios que desempeñan labores relacionadas con NNA, mediante ca-
pacitación sobre los derechos humanos de esta población, perspectiva de 
género e interculturalidad.414 Lo anterior es fundamental para propiciar la 
transformación de la percepción social sobre las infancias y adolescencias, 
hacia una más acorde con el enfoque impulsado por la CND.

4. Programa Nacional para la Igualdad entre Mujeres 
y Hombres 2020-2024 (PROIGUALDAD)

El PROIGUALDAD es un programa que se desprende del Plan Nacio-
nal de Desarrollo, destinado a transversalizar la perspectiva de género en to-

411		 Ibidem, acción 1.5.9.
412		 Ibidem, acción 1.5.7.
413		 Ibidem, acción 3.4.4.
414		 Ibidem, Estrategia prioritaria 4.5.
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dos los programas, acciones y políticas de gobierno federal. En relación con 
el tema que se analiza, se advierten objetivos y líneas de acción que, aunque 
no se orientan de forma específica a la maternidad en la adolescencia, su 
ejecución incidiría positivamente en la realización de varios derechos, tales 
como a la autonomía, a los cuidados, a la salud y derechos sexuales y repro-
ductivos.

De manera general, se resaltan disposiciones para “impulsar el desarro-
llo de proyectos de vida de las niñas y adolescentes, tendientes a su empo-
deramiento y autonomía en las escuelas”.415 Particularmente en el objetivo 
prioritario 5, se prevén líneas con la finalidad de asegurar que en el ámbito 
educativo y fuera de la escuela, se genere el “pensamiento crítico y la cons-
trucción de un proyecto de vida con niñas y adolescentes, así como fortalecer 
su capacidad de agencia, toma de decisiones, resiliencia y asertividad”.416

En materia de cuidados, se dispuso que para la redistribución del traba-
jo doméstico y de cuidados, deberá considerarse “el horario de los servicios 
educativos y las jornadas laborales de madres, padres o tutores”, asimismo 
se previó la difusión de campañas que promuevan esta redistribución al in-
terior de las familias.417

Son también destacables las medidas previstas dentro del objetivo prio-
ritario 3, destinadas a:

	— Fortalecer el marco jurídico e institucional de las instancias sani-
tarias con el propósito de garantizar el “derecho a la salud y de-
rechos sexuales y reproductivos, incluida la interrupción legal del 
embarazo”.418

	— “Facilitar servicios y acompañamiento para asegurar el acceso a 
servicios de anticoncepción, anticoncepción de emergencia y abor-
to seguro en niñas y mujeres víctimas de violencia sexual, en obser-
vancia a la NOM-046-SSA2-2005 y la Ley General de Víctimas”.419

	— “Asegurar la educación sexual integral apropiada para la edad, ba-
sada en la evidencia y científicamente precisas para NNA, de con-
formidad a lo establecido en el artículo 3o. de la CPEUM”.420

415		 Ibidem, acción 1.2.5.
416		 Ibidem, acciones 5.3.2 y 5.3.3.
417		 Ibidem, acción 2.2.1 y 2.4.4.
418		 Ibidem, acción 3.3.1.
419		 Ibidem, acción 3.5.3.
420		 Ibidem, acción 3.5.7.
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En el marco de este objetivo, se ubican unas de las pocas líneas vincu-
ladas al tema analizado, consistentes en fortalecer el establecimiento, segui-
miento y evaluación de la ENAPEA e impulsar estrategias para fomentar 
que las adolescentes y jóvenes madres o embarazadas continúen sus estu-
dios de educación básica.421 

5. Objetivos que se contemplan para alcanzar 
la igualdad sustantiva

La ENAPEA, el PROMAJOVEN, el PRONAPINNA y el PROIGUAL-
DAD contienen medidas que inciden en el cierre de brechas de género y 
favorecen el logro de la igualdad sustantiva. Sobre las brechas de géne-
ro, es oportuno recordar que son una herramienta que permite conocer 
la cercanía o lejanía entre mujeres y hombres en relación con un mismo 
indicador.422 De esta forma, es posible medir el “alcance cuantitativo de las 
desigualdades existentes en el acceso, participación y control de los recursos, 
los servicios, las oportunidades y los beneficios del desarrollo social, político, 
económico y cultural”.423

En este sentido, se revisaron las exposiciones de motivos, objetivos, es-
trategias y líneas de acción de la ENAPEA, PROMAJOVEN, PRONAPIN-
NA y PROIGUALDAD, a fin de corroborar la forma en la que trabajan 
en el cierre de las brechas de género educativa y laboral, la cual se incluye en 
la de participación económica por encontrarse estrechamente vinculadas 
con el desarrollo de NNA e incidir en el logro de su autonomía. También se 
integra al análisis la brecha de salud, debido a que se trata de la dimensión 
más ampliamente asociada con la maternidad adolescente en los cuatro ins-
trumentos que se examinaron. 

A continuación, se establecerán las principales acciones que prevén los 
documentos objeto de análisis para contribuir al cierre de las brechas. En la 
siguiente tabla se presentan las medidas más significativas, en relación con 
el instrumento que las incorporan:

421		 Ibidem, acciones 3.5.1 y 3.5.8.
422		 Instituto Nacional de las Mujeres, “Brechas de desigualdad”, Glosario para la igualdad. Con-

sulta en línea, México, INMUJERES. Disponible en: https://campusgenero.inmujeres.gob.mx/glosa-
rio/storage/terminos_pdf/brechas-de-desigualdad-de-genero.pdf.

423		 García Prince, Evangelina, “Guía 4. Conceptos y herramientas...”, cit., p. 20.
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Tabla 9. Brechas y principales acciones que inciden en su reducción

Br
ech

a Principales acciones previstas para incidir 
en la brecha

Política y programas analizados

ENA-
PEA

PRO-
MAJO-

VEN

PRO-
NAPIN-

NA

PRO-
IGUAL-

DAD

Ed
uc

at
iva

Becas para asegurar la retención y prevenir 
el abandono escolar. X X — X

Medidas para el ingreso de quienes no estu-
diaban. X — — —

Provisión de transporte escolar o albergues 
a las y los estudiantes para acercarlos a las 
localidades donde haya preparatoria u otras 
opciones de formación técnica.

X — — —

Protocolo para garantizar la retención escolar 
de las madres adolescentes y estudiantes 
embarazadas en un ambiente de no discri-
minación.

X — — —

Establecimiento de servicios de guardería 
para facilitar la conclusión oportuna de la 
educación obligatoria.

— — X X

Pa
rti

cip
ac

ió
n 

ec
on

óm
ica

Generar oportunidades laborales para
la población adolescente. X — — —

Promover sistemas duales de trabajo y estu-
dio. X — — —

Transferencias monetarias para asegurar que 
la adolescente pueda continuar estudiando y 
becas complementarias de transporte 
y alimentos.

X — — —

Impulsar medidas para la protección de las 
personas adolescentes trabajadoras. — — X —

Sa
lu

d

Se refuerza la consejería sobre métodos anti-
conceptivos, particularmente a mujeres.
Pláticas a los hombres sobre DDSYR, tam-
bién sobre violencias y masculinidades.

X X — X

Difusión de información e impartición de ta-
lleres sobre salud sexual, derechos reproducti-
vos y prevención de violencia.

X X X X

Proveer de servicios de atención primaria me-
diante la oferta de consultas para el diagnós-
tico y tratamiento de alteraciones a la salud

— — X —

Fuente: elaboración propia.
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En suma, la política y el programa orientados a la protección de los 
derechos de las madres adolescentes se centran en el cumplimiento del de-
recho a la salud, derechos sexuales y reproductivos y el derecho a la educa-
ción, observando apenas una línea de acción para el trabajo y los cuidados. 
Asimismo, se aprecia que la mayor parte se encamina a igualar las oportu-
nidades de las madres adolescentes y que sólo algunas de ellas incentivan 
que las mujeres puedan alcanzar el ejercicio efectivo de sus derechos y ac-
ceder al control de los recursos. Sobre esto se profundizará en el siguiente 
apartado.

Además, se observa que todas las medidas estatales inciden en alguna 
de las brechas, siendo la ENAPEA la que más disposiciones contempla, de-
bido a que se trata de la principal estrategia. Esto se traduce en un abordaje 
que se intensifica para prevenir el embarazo adolescente, se torna mode-
rado para garantizar la retención escolar, y disminuye considerablemente 
para proteger a las madres en la adolescencia, tal y como se observa en el 
siguiente esquema:

Esquema 3. Protección de los derechos del embarazo 
a la maternidad adolescente

Fuente: elaboración propia.

Después de haber situado la política y los programas más sustanciales 
sobre atención a la maternidad adolescente, y de detectar cuáles son las 
brechas de género que identifican, se prosigue con el establecimiento de 
algunas consideraciones acerca de lo plasmado en este apartado.

Prevención del embarazo adolescente:
protección de DSSYR

Factores que
determinan el

embarazo
adolescente

Atención del embarazo adolescente:
atención obstétrica, retención escolar

Embarazo
adolescente y
transición a la
maternidad

Atención de la maternidad adolescente:
prevención de un segundo embarazo

y reingreso escolar

Maternidad
adolescente

Mayor a menor nivel de atención
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V. Consideraciones sobre las medidas 
para la protección de los derechos 

de las madres en la adolescencia

Después de haber revisado e identificado los principales instrumentos con los 
cuales el Estado mexicano busca cumplir con los compromisos internaciona-
les en la materia, así como materializar los derechos humanos y la igualdad 
entre mujeres y hombres, en este segmento se desarrollarán algunas reflexio-
nes acerca de todo esto, comenzando con anotaciones en lo particular sobre 
cada una.

Para la conformación de ambas fases de la ENAPEA, particularmen-
te la primera, se tomaron como referencia varios insumos para conocer la 
situación del embarazo adolescente en el país, entre los que se encuentran 
cifras sobre la tasa de fecundidad, la tasa de abandono escolar, entre otros 
datos cuantitativos. Asimismo, se consultó a organizaciones de la sociedad 
civil y personas académicas expertas en el tema. Pese a esto, sería deseable 
que una política de tal magnitud se complemente con información cualita-
tiva sobre las experiencias de las madres en la adolescencia, el papel de las 
redes de apoyo, del personal educativo, de las personas encargadas de la 
ejecución de la normativa, entre otros puntos esenciales.

Por otro lado, se observa que, de acuerdo con el marco conceptual y 
operativo de la ENAPEA,424 se utiliza la perspectiva de género para “distin-
guir los condicionantes socioculturales de género” que sitúan a la mujer en 
desventaja. 

Sin embargo, el alcance de esta perspectiva debería ser mayor, no sólo 
para ubicar desventajas, sino también las condiciones que favorecen la sub-
ordinación. Las desventajas entendidas como los obstáculos para acceder a 
los derechos, se pueden subsanar mediante medidas de equidad; sin embar-
go, la subordinación precisa de la transformación de todas las condiciones 
que la generan.

Cabe señalar que, en 2018 el Comité CEDAW (párr. 37, inciso b) hizo 
manifiesta su preocupación por la insuficiencia de recursos financieros y 
humanos destinados al establecimiento efectivo de la estrategia, cuestión 
que puede impedir la reincorporación de las madres adolescentes al sistema 
educativo, por lo que recomendó al Estado mexicano garantizar la suficien-
cia de recursos para la aplicación de la ENAPEA. Esto desde el enfoque 

424		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional para la Prevención de Embarazo Ado-
lescente, ENAPEA, 2015, p. 73.
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de derechos representa una afectación al elemento de máximo uso de los 
recursos disponibles, en relación con la obligación de garantizar, en virtud 
de la cual los Estados deben “organizar el aparato gubernamental para ase-
gurar jurídicamente el ejercicio del derecho”.425

Sobre la segunda fase de la ENAPEA, se valora positivamente que, 
a diferencia de la conformada en 2015, la actual incluye en el análisis el 
consumo de alcohol y otras drogas, cuestión que es importante para exa-
minar los riesgos que dichas prácticas representan para las y los adoles-
centes. 

Asimismo, se presentan directrices que fortalecen la coordinación en-
tre las instituciones involucradas e integra mayores elementos para tra-
bajar con los hombres adolescentes, sobre todo en temas como la corres-
ponsabilidad y la difusión de nuevas masculinidades. De igual forma, se 
robusteció la exégesis con el enfoque interseccional, lo que permite conocer 
a detalle las diferencias que existen entre las y los adolescentes con motivo 
del lugar de residencia, género, pertenencia étnica, condición socioeconó-
mica y lengua, así como la forma en que esas particularidades inciden en 
el acceso a los derechos. 

Sin embargo, pese a que en ambas fases de la ENAPEA426 se hace alu-
sión a los instrumentos internacionales que protegen el principio de auto-
nomía progresiva, sólo en la primera se retoma dentro de los ejes rectores, 
al sostener que mediante la estrategia se incentivará la participación de la 
población objetivo “no sólo como personas vulneradas sino como actoras 
estratégicas para la transformación social”. Por consiguiente, se proponían 
“integrar acciones para el empoderamiento y la búsqueda de la autonomía, 
a fin de que la población adolescente pueda responder a las problematices y 
necesidades que identifique, incorporando su perspectiva en... las interven-
ciones que serán ejecutadas”.427

Del mismo modo, llama la atención que la “reorientación” que caracteri-
za a esta segunda fase, haya acotado la protección de derechos a la salvaguar-

425		 Serrano, Sandra, “Obligaciones del Estado frente a los derechos humanos y sus prin-
cipios rectores: una relación para la interpretación y aplicación de los derechos”, en Ferrer 
McGregor Poisot, Eduardo; Caballero Ochoa, José Luis y Steiner, Christian (coords.), Obliga-
ciones del Estado frente a los derechos humanos y sus principios rectores: una relación para la interpretación y 
aplicación de los derechos, México, UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas-Suprema Corte 
de Justicia de la Nación-Fundación Konrad Adenauer, 2013, pp. 111. Disponible en: https://
archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/8/3567/9.pdf.

426		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional para la Prevención de Embarazo Ado-
lescente, ENAPEA, 2015, p. 75.

427		 Idem.
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da de los sexuales y reproductivos y a la educación.428 Esta “reorientación” se 
basó en los insumos presentados por Eurosocial,429 institución que evaluó la 
ENAPEA, recomendando que la estrategia,

…focalice sus esfuerzos en un conjunto básico y crítico de intervenciones 
que afectan los determinantes próximos del embarazo en la adolescencia: de-
tección temprana del abuso sexual y el embarazo forzado; educación sexual 
integral en las escuelas y otros espacios comunitarios para captar a la pobla-
ción adolescente no escolarizada y consejería en salud sexual y reproductiva 
y dispensa de método anticonceptivos. 

Dicha modificación acota aún más la integralidad de la política públi-
ca, asimismo, trasgrede el principio de progresividad y no regresión de los 
derechos, en virtud del cual no pueden establecerse medidas que incidan 
sobre lo previamente alcanzado, a menos que haya una razón objetiva y 
razonable, o se compruebe que el Estado mexicano hizo todo lo posible por 
evitar que esto ocurriera. Sin embargo, del análisis del documento sobre la 
segunda fase se observa apenas una justificación de que el acotamiento se 
efectúa para redireccionar y concentrar los esfuerzos, sin que esto pueda 
considerarse una explicación robusta a la luz del principio de no regresión. 
A esto se suma el hecho de que la estrategia recientemente publicada aún no 
cuenta con líneas de acción entre otros elementos que son necesarios para 
hacer una exégesis integral.430

Por cuanto hace al PROMAJOVEN se observa que además del apoyo 
económico, debe complementarse con otras acciones, sobre esto Save the 
Children431 establece que el programa “no ofrece una opción de mediano 
plazo para las becarias”. De acuerdo con Lanestosa432 esto se debe a que las 

428		 En el documento de la Segunda Fase se lee: “El actual gobierno de México presentó 
una segunda fase de la ENAPEA: la ENAPEA 2021-2024. Con ella se busca reorientar las 
actividades en el contexto de la actual transformación del país y articularlas con las priorida-
des y los programas de la nueva administración”. Segunda fase ENAPEA, 2021, p. 8. 

429		 González Pérez, Mariana y Ramos, Silvina, Evaluación de la ENAPEA. Informe final de sis-
tematización de la metodología de trabajo, los hallazgos y las recomendaciones de la consultoría, Eurosocial, 
Programa para la Cohesión Social en América Latina, 2020, p. 20.

430		 Idem.
431		 Save the Children México, Embarazo y maternidad en la adolescencia: estado de las 

madres en México, 2016, Save the Children México, 2016, p. 7. Disponible en: https://resou-
rcecentre. savethechildren.net/document/embarazo-y-maternidad-en-la-adolescencia.

432		 Lanestosa Baca, Urania, El derecho a la educación de las jóvenes embarazadas y madres adoles-
centes: evaluación del diseño del Promajoven e implementación en la Heroica Ciudad de Tlaxiaco, Oaxaca, 
Tesis de Maestría en Políticas Públicas y Género 2013-2015, Facultad Latinoamericana de 
Ciencias Sociales, 2015, p. 90.
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acciones del programa se orientan a “responder necesidades prácticas... sin 
proponerse transformar estructuralmente las condiciones que mantienen las 
desigualdades de género, cambiar o eliminar roles tradicionales de géne-
ro... que mantienen las relaciones de poder y asimetrías”. 

Adicional a esto, se menciona que, la reducción del monto de $850.00 
a $800.00 mensuales que otorgan a las adolescentes embarazadas y madres 
hasta por 10 meses, también incumple con el principio de progresividad y 
no regresión, así como con el máximo uso de recursos disponibles, debido a 
que, la disminución se contrapone con la finalidad del programa, la cual es 
evitar la deserción escolar. Además se observa que, siendo el programa más 
fuertemente vinculado con el derecho a la educación de las madres en la 
adolescencia, convendría que desde el propio PROMAJOVEN o en articu-
lación con otros, se trabajara en: a) hacer de los centros educativos espacios 
más seguros y libres de discriminación para estas mujeres, por medio de la 
“modificación de actitudes, acciones, percepciones y valoraciones por par-
te de las autoridades educativas, personal docente y administrativo o de la 
comunidad escolar que disminuyan dicha discriminación”, y b) contribuir a 
la “corresponsabilidad de otros integrantes de la familia y la conformación 
de redes de apoyo”.433

Es importante apuntar que, tanto la ENAPEA como el PROMAJO-
VEN caracterizan al embarazo y a la maternidad en la adolescencia como 
sucesos problemáticos. La ENAPEA434 describe al embarazo adolescente 
—y, por consiguiente, se podría decir que a la maternidad— como un “pro-
blema poblacional que amplía las brechas sociales y de género”; mientras 
que, en el PROMAJOVEN, se plantea como un evento que “agrava” la vul-
nerabilidad de las niñas y adolescentes. Como muestra de ello, la primera 
fase de la ENAPEA435 menciona que:

Ser madre o padre adolescente suele iniciar y/o reforzar, sin distinciones so-
ciales, una serie de condiciones de vulnerabilidad asociadas a la falta de pre-
paración para esta nueva responsabilidad, características propias del desarro-
llo en esa etapa y a la adopción de roles de género tradicionales, así como a la 
pérdida de vivencias y adquisición de conocimientos propios de la adolescen-
cia. La maternidad y paternidad temprana suele tener efectos negativos gra-
ves en los hijos e hijas de las y los adolescentes, exponiéndolos a condiciones 
adversas que obstaculizan su desarrollo. 

433		 Ibidem, pp. 82 y 89.
434		 Gobierno de la República, Estrategia Nacional para la Prevención de Embarazo Ado-

lescente, ENAPEA, 2015, p. 3.
435		 Ibidem, p. 15.
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Si bien, como se observó en el capítulo anterior, el enfoque de proble-
matización de la maternidad en la adolescencia es congruente con abordaje 
del derecho internacional de los derechos humanos, se reitera que esta mi-
rada descuida la atención integral de esta población al concentrarse en la 
prevención, y sobre todo, produce efectos no deseados sobre las madres en 
la adolescencia tales como: a) la imposición de una carga negativa suscep-
tible de generar un estigma sobre ellas; b) la disminución del protagonismo 
a las adolescentes y de otras dimensiones relevantes para el análisis, tales 
como, las estrategias empleadas por las mujeres para participar en las di-
versas facetas de su vida y ejercer sus derechos, además de los ya detallados 
en el capítulo primero. Una repercusión adicional es que, al encuadrar este 
fenómeno en el marco de las consecuencias desfavorables, se suelen vincu-
lar con la maternidad en la adolescencia, efectos que se basan más en las 
percepciones sociales sobre las categorías de adolescencia, mujeres y mater-
nidad y los rasgos distintivos del orden de género predominante en una socie-
dad, que con consecuencias que sean directamente atribuibles a la misma. 

En este sentido, se observa que la ENAPEA 2015-2020436 califica al 
embarazo adolescente como “dramático... independientemente del estrato 
social del que procedan” las mujeres debido a que:

	— Las madres carecen de las “alternativas para cubrir de la mejor manera 
todas las necesidades que requerirá” tanto ella como su hija/o.

	— Reproduce el círculo de la pobreza o puede iniciarlo ante la falta de “em-
pleo, redes sociales de apoyo”.

	— Expone a las madres a “situaciones de inseguridad, desprotección y mal-
trato” en la escuela, en sus casas, por su pareja, “lo que las lleva a veces a 
buscar trabajos no adecuados”.

	— “Tienen un mayor índice de riesgo de divorcio, con las consecuencias del 
asunto, ya que muchos padres se niegan a dar pensión alimentaria”. 

	— “Puede ser utilizado como pretexto para requerir y ofrecer trabajo a me-
nores de edad en condiciones de explotación”.

	— “Llama la atención social, al observar que las y los adolescentes lo ven 
como una forma de destino de mujeres (y hombres) ante la falta de alter-
nativas”.

Entre estas afirmaciones se ubican cuestiones económicas, de discrimi-
nación y violencia en diferentes ámbitos. Varios de estos aspectos, como el 
carecer de recursos económicos, la reproducción de la pobreza, el verse ex-
puestas a la inseguridad, son condiciones previas a la maternidad. Tal como 

436		 ENAPEA 2015-2020, 2015, pp. 19 y 20.
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lo han sostenido Stern (1997) y García (2014),437 en ocasiones, este suceso 
ocurre en contextos donde la vulnerabilidad y discriminación se encontra-
ban presentes incluso desde la infancia. Respecto a las problemáticas en la 
escuela, familia y pareja, suelen ser el resultado de los estereotipos de género 
y los roles que existen respecto de la adolescencia y la maternidad, con los 
cuales se valora su “desempeño” como madre, pareja o esposa.

En cuanto a la utilización de este evento para ofrecer trabajos poco 
dignos, es una práctica que en todo caso es atribuible a quienes emplean a 
las mujeres en estas condiciones, y no tanto a ser madre en la adolescencia. 
Adicionalmente se observa que, es cuestionable que en esta primera fase de 
la ENAPEA se haya establecido que las repercusiones señaladas afecten por 
igual sin importar la condición socioeconómica —cuestión que cambia en 
la segunda fase—, siendo lo correcto analizar las diferencias en cómo se vive 
esta experiencia en función del acceso a recursos económicos, educativos, 
redes de apoyo, además de otras dimensiones. 

Siguiendo con el análisis, es destacable el hecho de que, en el PRO-
NAPINNA se haya contemplado como un objetivo prioritario la generación 
de un cambio cultural orientado a favorecer el reconocimiento de NNA 
como personas titulares de derechos, en el que se incluyó medidas dirigidas 
a fortalecer la formación del funcionariado en temas de niñez, adolescen-
cias, perspectiva de género e interculturalidad. 

Entre otras cuestiones se menciona que, la cultura adultocéntrica “ha provo-
cado como efecto que las políticas del Estado mexicano no reflejen las nece-
sidades y deseos que sobre sus trayectorias de vida buscan definir los sujetos 
de derecho, y sí, en la gran mayoría sea el de los adultos responsables de ellas 
y ellos”.438 Tal afirmación es crucial para la realización de los derechos de los 
NNA, ya que hace visible la necesidad de que la normativa fomente entornos 
propicios para la materialización de las trayectorias que las y los sujetos de 
derechos definan para sí mismos, en ejercicio de su autonomía.

437		 A partir de lo que la autora denomina “marcadores de vulnerabilidad”, refuta los argu-
mentos que señalan a la maternidad adolescente como un acontecimiento catalizador de pre-
cariedad, sosteniendo más bien que “en las condiciones de vida más desventajosas... se suma 
como un evento más en la espiral de una exclusión que se ha iniciado en realidad mucho antes, 
desde la infancia”. García Hernández, Gloria, “Embarazo adolescente y pobreza, una relación 
compleja”, Iztapalapa Revista de Ciencias Sociales y Humanidades, núm. 77, 2014, p. 47. Disponible 
en: http://www.scielo.org.mx/pdf/izta/v35n77/2007-9176-izta-35-77-13.pdf.

438		 Diario Oficial de la Federación, 5 de diciembre de 2021, cit, Objetivo 6.4.
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Por cuanto a las líneas del PROIGUALDAD que se asocian con la con-
tinuidad de las madres en la adolescencia en el ámbito educativo, sería de-
seable que fomentaran la culminación de los estudios hasta el nivel superior, 
de conformidad con lo previsto en la LGE y no como se plantea, hasta la 
educación básica. También se destaca que, tanto en el PROIGUALDAD 
como en el PRONAPINNA se consideran líneas de acción destinadas al tema 
de cuidados, aunque en este último se dirige de forma particular al estable-
cimiento de servicios de guardería como herramienta para facilitar el acce-
so, permanencia y conclusión oportuna de la educación obligatoria de niñas 
y adolescentes que son madres. 

Al respecto, llama la atención que dicha medida sea impulsada por 
ambos programas y no por la actual ENAPEA,439 lo cual sería importante 
considerando que la facilitación de servicios para el cuidado es una reco-
mendación impulsada desde el ámbito internacional, particularmente por 
la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing.

Ahora bien, en términos generales se realizan los siguientes comenta-
rios acerca de los cuatro instrumentos que se examinaron. 

En primer lugar, hace falta que en los instrumentos se distingan las dife-
rencias entre el embarazo y la maternidad adolescente, eventos que, si bien 
están estrechamente vinculados, tienen particularidades que es necesario 
reconocer para establecer un tratamiento apropiado. 

Respecto a la dimensión de la igualdad de género que se proponen 
alcanzar, la estrategia del Estado mexicano se dirige principalmente a la 
igualdad de oportunidades, para lo cual se propone la resolución de nece-
sidades prácticas, sin llegar a planear medidas que consideren los intereses 
estratégicos, y abonen a la resolución de las relaciones asimétricas de poder 
y la subordinación. 

En cambio, es crucial que las medidas estatales:

a)	 Procuren mediante la capacitación y demás actividades, que las ma-
dres adolescentes tomen conciencia de que la “condición subordi-
nada” no se trata de una cuestión natural, sino que es producto de 
un “sistema de discriminación institucionalizado”,440 el cual debe ser 
modificado.

439		 Cabe mencionar que este aspecto sí se tenía contemplado en la primera fase de la 
estrategia.

440		 García Prince, Evangelina, “Capítulo IX. Herramientas analíticas…”, cit., p. 33.
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b)	 Fomenten la participación de las familias, pareja (en caso de tener) 
o redes de apoyo. En el caso de la pareja, es importante que reciba 
sensibilización acerca de la corresponsabilidad, paternidades respon-
sables y nuevas masculinidades.

Acerca de las medidas vinculadas con la dimensión educativa, la mayoría 
se centra en satisfacer carencias materiales, observándose apenas algunas 
acciones para asegurar el ejercicio pleno de este derecho. En este sentido, el 
andamiaje analizado prevé, de manera preponderante, el otorgamiento de 
becas de estudios para prevenir que la escasez de recursos económicos inci-
da en la posibilidad de cursar la educación básica y de continuar en niveles 
superiores. Sin embargo, la sola disposición de estos apoyos no asegura que 
esto ocurra, ya que las madres adolescentes suelen encontrarse en una des-
ventaja tal, que precisan de otros incentivos para proseguir su educación, así 
como de aspirar a cursar un grado mayor. 

De ahí la relevancia de que, en la primera fase de la ENAPEA, se haya 
incluido la creación de protocolos dirigidos a la retención de la población 
objetivo en un ambiente de no discriminación. El establecimiento de proto-
colos de esta naturaleza puede incidir en dos vías, por un lado, acompañar 
a la madre adolescente durante su proceso educativo, por otro, mediante 
capacitación o talleres en donde reciban información puntual acerca de sus 
derechos y cómo ejercerlos.

Adicionalmente, mediante estos instrumentos puede instruirse al perso-
nal de los centros educativos y compañeras(os) de la madre adolescente, a 
habilitar un entorno seguro y prohibir expresamente toda forma de discri-
minación para evitar el abandono escolar por este motivo. Pese a las posibi-
lidades que abre esta medida, la segunda fase de la ENAPEA no retomó la 
elaboración de este tipo de protocolos, como parte de sus acciones.441 

Por cuanto hace a la dimensión laboral, se reitera que no sólo se trata 
de un ámbito que ha sido escasamente atendido, encontrándose apenas 
en el marco del objetivo prioritario 3: “Proteger integralmente y restituir 
los derechos humanos de las niñas, niños y adolescentes que han sido vul-
nerados o que han sido víctimas de delitos” del PRONAPINNA, algunas 
líneas de acción orientadas a la protección de las personas adolescentes 
trabajadoras. 

441		 No se omite manifestar que, hasta ahora, esta disposición ha sido escasamente aten-
dida; apenas en 2020, el Sistema Municipal de Protección Integral de Niñas, Niños y Ado-
lescentes de Tlanepantla de Baz, Estado de México, publicó el “Protocolo para buscar ga-
rantizar el derecho a la educación para madres adolescentes y estudiantes embarazadas en 
Tlanepantla de Baz”.
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En este sentido, es deseable que existan disposiciones específicas que 
protejan a las madres adolescentes en el ámbito laboral, como se había dis-
puesto en la primera fase de la ENAPEA. Sin embargo, con las modificacio-
nes de la segunda fase, quedó fuera el componente relativo a las “oportuni-
dades laborales apropiadas para la edad”, en la que se contemplaban líneas 
de acción orientadas a generar oportunidades laborales para la población 
adolescente y promover sistemas duales de trabajo y estudio.

En la operación de este componente estaban involucradas la SEP, el Ins-
tituto Mexicano de la Juventud, la STPS, el Servicio Nacional del Empleo, 
de igual manera, se contaba con la participación de la OIT y organizacio-
nes de la sociedad civil. 

Cabe destacar que, en relación con este componente, no existían datos 
para verificar la forma en que contribuyó a la mejora de las condiciones 
de las madres adolescentes trabajadoras. En el Informe 2018 emitido por 
el Grupo Interinstitucional para la Prevención del Embarazo en Adoles-
centes (GIPEA), sólo se reportaron cifras sobre “adolescentes beneficia-
dos” —en masculino—, sin que esto se encuentre desagregado por sexo, 
ni mucho menos se haya evaluado cualitativamente el impacto de esta 
política.442

La omisión en incorporar el ámbito laboral como parte de la estrate-
gia estatal es un factor que incide en la posibilidad de brindar una aten-
ción integral a las madres adolescentes. Sobre este punto, Save the Chil-
dren443 ha sugerido que la ENAPEA fortalezca el tema de la atención, 
sosteniendo que no existe un enfoque que contribuya en “la transición de 
madres y padres adolescentes en la jefatura de familia y que impulse la 
formación de competencias para una cercana vida laboral y productiva, 
que no fomente la informalidad y que concrete oportunidades de trabajo 
digno”. Por tanto, es necesario que se retome este componente en la estra-
tegia y que esto se lleve a cabo en concordancia con las recomendaciones 
que se plantearon líneas arriba y teniendo en cuenta la multiplicidad de 
aspectos que se hicieron notar.

442		 Grupo Interinstitucional para la Prevención del Embarazo Adolescente, Informe de la 
Estrategia Nacional para la Prevención del Embarazo Adolescente, 2018, pp. 84-86.

443		 Save The Children, Embarazo y maternidad..., cit., p. 44.
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VI. Consideraciones finales 
sobre el capítulo

A lo largo de casi cinco décadas, los fenómenos de la reproducción en la 
adolescencia, el embarazo y la maternidad adolescentes, han transitado de 
la visibilización al establecimiento de estrategias específicas. 

Sin embargo, el reconocimiento de la maternidad adolescente como un 
fenómeno que requiere de una protección específica y la conformación de 
disposiciones que en lo particular protejan a las madres adolescentes, con-
tinúa siendo un reto. 

En este capítulo, además de ubicar el marco jurídico de protección, se 
plasmaron y examinaron la ENAPEA, el PROMAJOVEN, el PRONNAPI-
NA y el PROIGUALDAD, siendo éstos la política y programas encargados 
de operacionalizar y hacer efectivas las disposiciones contenidas en la norma. 

En lo particular se observa que la ENAPEA carece de medidas suficien-
tes e idóneas para la atención de la maternidad adolescente. Acerca de esto, 
el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD)444 expli-
ca que, además de la prevención, deben plantearse acciones “«ex post» de 
construcción de resiliencia (para las que ya son madres/padres)”, es decir, 
políticas que permitan a las beneficiadas la acumulación de capacidades y 
habilidades después de convertirse en madres.

El PROMAJOVEN, por su parte, debe complementarse con otras ac-
ciones —además del apoyo económico—. Al respecto, Save the Children445 
observa que el programa “no ofrece una opción de mediano plazo para 
las becarias”. En cuanto al PRONNAPINA, sería oportuno que tenga una 
mayor conexión con los instrumentos que se relaciona, particularmente la 
ENAPEA.

En términos generales se identificó la necesidad de que las medidas 
estatales tengan una mayor articulación entre sí. Por ejemplo, sería desea-
ble que, así como el PRONAPINNA y el PROIGUALDAD, la ENAPEA, 
siendo la estrategia rectora en la materia, considere dentro de sus linea-
mientos el tema de las guarderías.

En suma, sería oportuno que se dispusieran acciones que aseguren 
a las madres adolescentes la posibilidad de tener un mayor control sobre 
los recursos y con ello equilibrar las asimetrías de poder entre mujeres y 
hombres. De igual forma, queda pendiente la incorporación de más dere-
chos en la ecuación.

444		 PNUD, 2017, p. 13. Disponible en: https://www.undp.org/es/sustainable-development-goals.
445		 Save the Children México, Embarazo y maternidad..., cit., p. 7.
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Las reflexiones que hasta ahora se han planteado tienen el propósito 
de favorecer el potencial transformador del marco jurídico, ya que buscan 
hacer visibles aspectos que han pasado desapercibidos.

El Estado mexicano debe conformar disposiciones que respondan a la 
diversidad y contextos en que viven las madres en la adolescencia. Lograr 
una atención integral y adecuada de la maternidad adolescente en el país, 
sin duda, nos obliga a la reflexión sobre la forma en que se está abordando 
el fenómeno y a repensar en las medidas que hasta ahora se han acuñado.




